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RESUMEN


Esta investigación pretende ofrecer elementos de juicio para cuestionar los alcances actuales de las garantías de las víctimas de violaciones a los derechos humanos en el caso de los sujetos con orientaciones sexuales y percepciones de género divergentes. Con tal fin, precisa elementos básicos de los discursos sobre la sexualidad humana que facilitaron su emancipación política a partir del siglo XX. Luego, desarrolla a profundidad los significados las identidades homosexual, lesbiana, bisexual y trans. Posteriormente, analiza las violencias particulares que soportan en el ámbito universal y en Cataluña. Por último, estudia el funcionamiento convencional del sistema de derechos humanos frente a las personas LGBT y reconstruye los estándares internacionales en materia de justicia, verdad y reparación, para someterlos a discusión con los hallazgos precedentes y formular algunas conclusiones sobre la necesidad de reforma legal.




ABSTRACT


The present work aims to offer theorical and practical evidence to challenge the current scope of the victims’ rights to a remedy, truth, and reparation in the case of individuals with dissident sexual orientations and gender identities. To that end, it begins by describing basic notions of the alternative discourses on human sexuality which promoted those subject’s political emancipation during the 20th century. Subsequently, it elaborates the meanings of homosexual, lesbian, bisexual and trans identities, describing their historical roots, and inquiring into personal adscription processes. In addition, it examines the specific dynamics of violence they endure both worldwide and in the Spanish region of Catalonia. Finally, the study addresses the conventional functioning of the human rights system vis-à-vis LGBT people, detailing the international standards of the rights to a remedy, truth, and reparation, in order to analyze them in the light of the previous findings and offer proposals for legal reform.




PREFACIO


Al momento de escribir estas líneas algunos sectores de la sociedad española se encuentran consternados por el brutal asesinato de Samuel, un joven gay de 24 años, que murió apaleado en julio de 2021 por un grupo de hombres desconocidos bajo el grito de “maricón”. Este tipo de noticias inunda de antaño los diarios alrededor del mundo, opera como el trasfondo social de la presente investigación y, su recurrencia, justifica la necesidad de invertir mayores esfuerzos para desentrañar el funcionamiento del prejuicio y sus repercusiones jurídicas.


La evidencia ininterrumpida de violencias contra lesbianas, gais, bisexuales y trans, incluso en contextos nacionales con sostenida apertura hacia la divergencia sexual, sugiere entonces que resulta imperativo precisar los significados y los destinatarios de tales formas de victimización, como prerrequisito para determinar las oportunidades y los vacíos que ofrecen los sistemas de derechos humanos en la protección de su dignidad.


A manera de intuición, percibo una falta de comprensión, e incluso desinterés, entre los operadores jurídicos domésticos y supranacionales sobre los entendimientos alternativos de la sexualidad humana, así como una falta de apropiación de los lenguajes concebidos para sustentar la emancipación de los colectivos LGBT. Para muchos, tales discursos reflejan apuestas políticas sin fundamento legal o involucran posturas ideológicas sin relevancia jurídica.


Por ello, la presente investigación intenta sentar bases conceptuales mínimas sobre la divergencia sexual y describir tendencias globales y locales de discriminación con el fin de mejorar la interpretación y la aplicación del marco jurídico internacional concebido a la fecha en materia de justicia, verdad y reparación.


Con atino, Morley señala que toda teoría halla sus raíces, de una forma u otra, en la autobiografía1. Yo le agregaría que toda investigación supone una autoexploración, la cual se manifiesta en este ejercicio con la narración de la (propia) subjetividad, el estudio de las múltiples formas de opresión que la agobian y el arribo, con un lente crítico, a las promesas de libertad consignadas en el derecho positivo de los derechos humanos.


En entornos adversos a la disidencia sexual como Colombia, país del cual provengo, se llega a la teoría por el sufrimiento, o por la empatía hacia él, en una experiencia que despierta la voluntad de comprender mejor los fenómenos de violencia alrededor y, sobre todo, que impone contribuir a la búsqueda de estrategias para disminuir el dolor, o al menos para intentar compensarlo. Apropiándome de las palabras de Bell Hooks, “vi en la teoría un lugar para sanar”2 y en el presente trabajo de investigación la oportunidad para darle sentido a la arbitrariedad y aportar un grano de arena en la superación del sufrimiento desde la disciplina jurídica.




INTRODUCCIÓN


Los derechos humanos “nacen cuando deben o pueden nacer”1. Cuando las condiciones políticas están dadas, alcanzan legitimidad entre quienes ostentan la capacidad de imprimirles fuerza vinculante. En el año 2004 una persuasiva declaración de la sociedad civil redactada en Barcelona aseguró que “somos acreedores de más derechos de los que creíamos”2. Su veracidad parecía demostrarla el aumento constante de los repertorios de libertades con “validez universal”3 en los ordenamientos internos y supranacionales.


Entre otras manifestaciones de lo que postuló como “reivindicaciones legítimas” de la ciudadanía para cimentar una democracia paritaria y garantista4, aquel instrumento incluyó la autonomía sexual e identitaria5 y la búsqueda de la verdad, la justicia y la reparación ante violaciones de los derechos humanos6. Este tipo de pretensiones, aseguró, renovarían el cuerpo jurídico internacional de protección a la persona, diseñado a la luz de realidades mundiales muy distantes; y sentarían las bases para tejer nuevas relaciones entre los individuos y el poder7.


Con todo, la Declaración Universal de Derechos Humanos Emergentes más que disruptiva por representar una codificación enteramente novedosa, recogía y potenciaba desarrollos normativos en curso, perfilados especialmente desde movimientos sociales globales, bajo imperativos éticos distintos a la “óptica individualista y liberal”8 que inspiró el sistema clásico de los derechos fundamentales.


En tal sentido, el reconocimiento de potestades en cabeza de las víctimas con lógica restauradora y mutua implicación puede rastrearse desde la década de 1980. Por ejemplo, mediante la Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas adoptó la “Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder”9 que compiló, a su turno, iniciativas anteriores gestadas en el derecho humanitario y el derecho común para restablecerle la dignidad a dicho colectivo10.


Trato compasivo y procedimientos expeditos y adecuados a las necesidades de las víctimas, que contemplen oportunidades para plantear sus opiniones y formular sus demandas, fueron algunos de los rasgos concebidos para el acceso a la justicia. Restitución directa por parte del responsable o subsidiariamente a cargo del Estado, incluyendo la “asistencia material, médica, psicológica y social” de funcionarios públicos capacitados, caracterizaron el derecho a la reparación11.


Sin embargo, en aquel momento fundacional la comprensión universalista de los derechos humanos impedía percatarse sobre titulares especiales de aquellas prerrogativas12. Los derechos de las víctimas no se concibieron pensando en los sujetos que encarnaban la diferencia sexual o de género y que experimentaban trayectorias especiales de lesión a su dignidad. Tales facetas de la personalidad o prácticas con relevancia identitaria parecían irrelevantes a efectos de estipular las posibilidades jurídicas de las pretensiones de verdad, justicia y reparación.


Dicho de otro modo, las demandas de respeto, inclusión e igualdad jurídica provenientes de lesbianas, gais, bisexuales y personas trans no permeaban aún los foros internacionales13. La idea misma de una subjetividad especial o la consideración de una individualidad diferente en tales casos ni siquiera era aceptada en la mayoría de los ordenamientos nacionales14. Por lo tanto, no era de extrañar que la agenda de paz y seguridad internacional tampoco contemplase salvaguardas para el ejercicio de las sexualidades y géneros minoritarios15, en un contexto cultural en el que aquellos colectivos solían vincularse con enfermedad, delincuencia y perversión16.


La primera referencia sobre la diversidad sexual registrada en la Organización de Naciones Unidas se verificó en el año 1987, a propósito de un informe elaborado por la Subcomisión para Prevenir la Discriminación de las Minorías a petición del Consejo Económico y Social17. El estudio debía ilustrar sobre las problemáticas sociales y legales que afectaban a las personas con orientaciones sexuales no normativas. Empero, el reporte final combinó estereotipos con desinformación y omitió abordar el asunto de la protección contra la persecución sistemática de la disidencia sexual18. Entre otras cosas, su relator señaló que la población de lesbianas podría reducirse si los hombres fueran capaces de ser más “cariñosos, atentos y discretos”, mientras que la homosexualidad masculina disminuiría si los hombres no sintieran tanta presión social para alcanzar niveles “excepcionalmente altos de desempeño sexual” con sus parejas femeninas19.


Al margen de esta forma prejuiciada de abordar los asuntos jurídicos del colectivo LGBT en la época, el proceso de positivización y recepción local de los derechos de las víctimas avanzó con celeridad a partir de aquel impulso en diferentes escenarios de deliberación y adjudicación. Escenarios como las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos y el Consejo de Europa sirvieron, y continúan operando, como plataformas para la promoción y recepción de este cuerpo legal.


Por ejemplo, en decisiones como aquella con la cual estrenó su competencia contenciosa la Corte Interamericana de Derechos Humanos se aseguró que “los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos”20.


A su turno, si bien la Convención Europea de Derechos Humanos carece de alguna cláusula específica en esta materia, el precedente de la Corte encargada de su aplicación reconoció tales garantías a partir de otras como la protección de la vida (artículo 2º), la prohibición de tortura (artículo 3º) y el derecho a un proceso equitativo (artículo 6º)21, y, especialmente, la posibilidad de acceder a un recurso efectivo (artículo 3º). De este modo, recalcó la importancia de asegurar investigaciones criminales exhaustivas y efectivas, llevadas a cabo por autoridades independientes e imparciales, en plazos razonables, con aptitud para identificar y castigar a los responsables y compensar a los sobrevivientes22.


Este conjunto de prerrogativas terminaría arraigándose en la denominada “conciencia jurídica universal”23 gracias a codificaciones emitidas en el seno de las Naciones Unidas. Entre muchas se destaca la adoptada por la Asamblea General mediante la Resolución 60/147, el 16 de diciembre de 2005, bajo el nombre “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”24.


Aquel instrumento, “hito” en el largo camino hacia la formulación de “políticas y prácticas orientadas a las víctimas”25, ordena brindar medidas apropiadas para velar por la seguridad, el bienestar físico y psicológico de esta población y de sus familias (principio 10). Al respecto, contempla remedios judiciales y administrativos para sustanciar sus peticiones, proteger la intimidad de los sujetos procesales, prevenir represalias y facilitar la asistencia técnica, entre otros aspectos (principios 11 y 12).


En segundo lugar, desarrolla la reparación “adecuada, efectiva y rápida” de los daños, lo cual supone dotarla de proporcionalidad en relación con el sufrimiento ocasionado, encargarla a los Estados cuando el responsable no pueda brindarla o se sustraiga de hacerlo y abarcar, como mínimo, medidas de “restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición” (Principio 18). Cada una de estas facetas de la reparación integral intentará retrotraer las consecuencias negativas de la violencia en la vida de las víctimas.


El mandato de prevención, por su parte, aboga por estrategias con impacto macro que confronten las causas estructurales de la violencia. Recomienda el control civil efectivo de la fuerza pública, el fortalecimiento de la independencia judicial, la “educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos” (con especial referencia a los servidores públicos) y la reforma legal en aquellos eventos en los que emerja necesario, entre otras acciones.


En tercer lugar, la citada Resolución contempla el derecho de “solicitar y obtener información sobre las causas de su victimización y sobre las causas y condiciones de las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos […] así como a conocer la verdad acerca de esas violaciones” (principio 24). También abarca una dimensión informativa a favor del público en general sobre los servicios disponibles para la atención de las víctimas y la compensación de los daños (principio 12.a).


En su formulación inicial, empero, el derecho “a saber” pretendió asegurar que los familiares y allegados de quienes sufrieron crímenes graves como la desaparición forzada conocieran su paradero y el recorrido de su victimización26. Con la entrada en la escena internacional de los procesos de democratización o de justicia transicional a finales del siglo XX, dicha faceta individual de la verdad se acompañó con una pretensión colectiva, orientada hacia la divulgación de lo ocurrido durante el pasado autoritario o dictatorial27.


En este sentido, hacia el año 1985 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos resaltaba la función de este derecho en el marco de los tránsitos políticos hacia la democracia:


Toda la sociedad tiene el irrenunciable derecho de conocer la verdad de lo ocurrido, así como las razones y circunstancias en las que aberrantes delitos llegaron a cometerse, a fin de evitar que esos hechos vuelvan a ocurrir en el futuro28.


Para la misma década de 1980, los movimientos sociales y populares de lesbianas, gais, bisexuales y trans comenzaban a sentar las bases discursivas necesarias para exigir su participación en la comunidad política y el disfrute de los derechos humanos en condiciones de paridad.


Tras siglos de silenciamiento que minaron su capacidad de autoenunciación, aquellos colectivos fueron poco a poco apropiándose de espacios académicos y jurídicos que les permitieron formular sus demandas de inclusión, hablar con voz propia y exigir la apertura a su favor de las estructuras institucionales. Los derechos a la igualdad y la dignidad, entre otros, sirvieron como argumentos de peso para adelantar la revisión y modificación de los ordenamientos legales para los cuales la diferencia sexual y de género simplemente no existía.


Hoy en día presenciamos así la confluencia de sistemas jurídicos internacionales y domésticos que reconocen derechos a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, por un lado, y que amparan algunas facetas de la dignidad humana de lesbianas, gais, bisexuales y trans (LGBT), por otro. De tal manera ocurre al menos en gran parte del llamado mundo occidental.


Esta coexistencia de derechos, evidente en países como España y Colombia, sin embargo, no ha desembocado automáticamente en la comunicación, interacción o mutua implicación de ambas construcciones normativas. Es decir, la coexistencia de ambos cuerpos normativos no ha dado lugar a la consolidación de medidas específicas o diferenciales de verdad, justicia y reparación a favor de las víctimas con orientaciones sexuales o identidades de género no normativas.


Luego, vale la pena preguntarse cómo podrían o deberían operar aquellas prerrogativas en el caso de las personas LGBT. Cuestionarnos sobre la manera en que la irrupción de posiciones jurídicas de libertad a favor de dichos colectivos debería alterar el alcance y los contenidos normativos amparados por los derechos de las víctimas.


Hasta la fecha no se han verificado esfuerzos académicos que se preocupen por teorizar las implicaciones de evaluar estas últimas garantías de cara a los desafíos que plantea tomarse en serio el respeto y la protección de la diversidad sexual y de género, o que al menos exploren los potenciales efectos de asumir las subjetividades abyectas como titulares de aquellas prerrogativas29.


Una premisa subyace a dichos interrogantes: el lenguaje de los derechos humanos se suele entender como universal y, en consecuencia, neutral a características sexuales con repercusiones identitarias. De hecho, el humanismo asumió durante mucho tiempo la existencia de consensos y evitó discusiones sobre el significado de lo humano, es decir, sobre los rasgos definitorios de la unidad de referencia del conocimiento. Esta suposición favoreció la prevalencia de nociones sobre lo humano alineadas con el pensamiento eurocéntrico, especista y masculino30.


Las proclamas fundacionales de los derechos individuales que germinaron en el plano multilateral tras la Segunda Guerra Mundial e inauguraron el “tiempo de los derechos”31 se ofrecen como abstractas e imparciales y, por lo tanto, se supone que cobijan a todos los potenciales sujetos de protección.


No obstante, resulta inocente asumir que el destinatario de los derechos convencionales, o el paradigma de persona alrededor del cual giró su intención constitutiva, incorpora las subjetividades de quienes han sido esencializados a partir de sus prácticas sexuales y de género anormales y, por consiguiente, subalternizados32, oprimidos y excluidos sistemáticamente del escenario público. Como señala Preciado, “al menos hasta ahora, el sujeto de enunciación central de los lenguajes y de las instituciones psicoanalíticas [y, por qué no, jurídicas] de la modernidad colonial”33 ha sido el hombre, masculino, heterosexual, blanco, europeo y burgués.


Con esta preocupación en mente, un caso en particular inspiró esta investigación académica. Retrata un suplicio común entre quienes practican identidades sexuales estigmatizadas en contextos sociales de abierta exclusión, odio y machismo. Fue un relato con amplia difusión en Colombia hacia el año 2015, respecto del cual se intentó conocer con mayor profundidad su devenir judicial34.


Katia Trillos, la protagonista, es una mujer trans de Ocaña, un municipio ubicado en el oriente del país y con aproximadamente cien mil habitantes35. Si bien Katia finalizó estudios de básica secundaria e ingresó a la escuela normal superior para prepararse como docente de instituto, nunca pudo ejercer su vocación ni completar satisfactoriamente alguna “licenciatura”. Su “condición sexual” la “limitó”, pues la mayoría de los padres de familia consideraron que no reunía los requisitos necesarios para “estar a cargo de un grupo de niños” en proceso de formación:


Hay muchos maestros que yo conozco que ellos son gais, tienen su condición sexual, pero […] de pronto pueden maquillar esa imagen […] yo no podía ocultar eso porque yo era muy afeminado, me encantaba enseñar, me encanta mucho la pedagogía, la dinámica de trabajar con los niños, pero el ser muy afeminado se prestó para que, de pronto alumnos o maestros o padres de familia, hablaran y comentaran cosas. Entonces, pues no pude ejercer la docencia36.


En consecuencia, con el ánimo de emprender alguna actividad lucrativa adelantó una capacitación en estética femenina, como estilista, gracias a lo cual pudo vincularse a un salón de belleza de su localidad37. No obstante, debió renunciar nuevamente a su oficio, pues grupos armados circularon amenazas en contra de las mujeres trans del municipio, argumentado la intención de limpiar a la sociedad de individuos “indeseables”38.


Katia fue así blanco de constreñimientos y amenazas que la llevaron a refugiarse en la ciudad de Bogotá hacia julio del año 2012[39]. Allí se vio forzada a prestar servicios como acompañante sexual por la falta de oportunidades laborales. Sin embargo, en la primera ocasión en que intentó ejercer la prostitución en un parque ubicado al norte de la ciudad, en diciembre de 2012, agentes de la policía la detuvieron sin motivo aparente y la condujeron a una estación cercana donde la insultaron en repetidas ocasiones:


[Me decían] que era una vergüenza para los hombres y para la sociedad, que produzco asco, que hay que matar a todas esas malparidas maricas, a esas escorias, que hay que pegarles un tiro en la cabeza, dejarlos con la boca llena de moscas40.


Tras dejar la estación de policía, uno de los uniformados se le acercó y le roció una sustancia irritante, posiblemente un ácido, sobre diferentes zonas del cuerpo:


Cuando yo me miré los senos y el brazo estaba completamente rojo, poniéndoseme morado, como si me hubiera echado un baño de agua hirviendo por encima, estaba morado, me ardía, me quemaba41.


Esta fue la primera de al menos ocho ocasiones en las cuales Katia sufrió tratos crueles, inhumanos y degradantes por parte de agentes de seguridad. Las agresiones incluyeron siempre maltratos físicos y verbales:


En otras tres fechas diferentes me golpearon las piernas, los glúteos con su instrumento de mando, con sus bolillos, desconociendo que yo tengo silicona que por ignorante inyecté en mi cuerpo y he tenido múltiples consecuencias, que no puedo darme golpes fuertes porque es delicado42.


En el año 2013 Katia denunció penal y disciplinariamente a los oficiales involucrados. Inicialmente, la Fiscalía General de la Nación remitió su caso a la justicia penal militar por considerar que las agresiones eran meros “actos del servicio”43. Sin embargo, el expediente regresó a la jurisdicción ordinaria, donde sigue a la espera de juicio. Solo a mediados del año 2015 y por la exposición pública del caso, el ente acusador contempló la posibilidad de brindarle protección y revisar la metodología de la instrucción44.


En la vía disciplinaria tres uniformados fueron sancionados. Aquellos involucrados en los ataques físicos registrados en el dictamen médico. La pena consistió en la suspensión en el ejercicio del cargo por periodos de ocho y nueve meses, aproximadamente. Katia, sin embargo, echó de menos el castigo de todos los policías que la agredieron y la declaración de la discriminación por identidad de género como el motivo central de sus lesiones:


Aquellos policías que me golpearon, que me empujaron, que me encerraron, que me dijeron palabras vulgares, degradantes, que me ridiculizaron en la calle, esos policías no recibieron ninguna sanción. Esos policías no recibieron ningún correctivo disciplinario porque no me dejaron morados como prueba para que medicina legal diera un dictamen45.


Los miembros de la fuerza pública, no contentos con su reclamo de justicia, comenzaron a hostigarla y como represalia le impidieron ejercer su actividad económica46. En numerosas ocasiones detuvieron a sus clientes potenciales sin razón aparente. Esta situación le hizo sentir que sus derechos no valían, que no eran tomados en serio por las instituciones, y que su palabra no se encontraba en un plano de igualdad con la del resto de la ciudadanía.


Con todo, asegura que agotará todas las posibilidades legales a su alcance. También advierte que su situación de vulnerabilidad aumenta cada día por los impactos derivados de las lesiones físicas, pues la falta de acceso a servicios sanitarios idóneos para la readecuación de su apariencia corporal magnifica las secuelas de los golpes y las quemaduras infligidas por la policía. Por tales circunstancias, Katia acudió ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, órgano encargado de vigilar el cumplimiento del tratado regional en la materia, con la esperanza de obtener una decisión definitiva que declare la responsabilidad de Colombia por estos hechos47.


El relato anterior contiene rasgos comunes en las narraciones de la violencia por prejuicio que sufren a diario las personas LGBT alrededor del mundo. El re-conocimiento de orientaciones sexuales o percepciones de género disidentes transforma los entornos que habitan en escenarios de probable victimización. La censura cultural de las existencias anormales se convierte en una constante, irresistible en ocasiones, que termina situándolas en los márgenes de la sociedad y eliminando por completo su agencia.


Adicionalmente, evidencia académica revela la poca eficacia de los derechos humanos48 y pone en tela de juicio su idoneidad para atender las necesidades de quienes representan la divergencia sexual49. Quien escribe estas líneas ha sido testigo de innumerables historias de gais y lesbianas para quienes las promesas jurídicas de igualdad, dignidad y libertad poco o nada sirven de cara a sus dramas inacabables. Analizar esta clase de narraciones resulta útil para vislumbrar las implicaciones jurídicas de honrar las promesas implícitas en las garantías de verdad, justicia, reparación y no repetición frente a las violaciones graves de la integridad individual.


Casos como el de Katia plantean numerosos interrogantes sobre la sensibilidad de tales prerrogativas a las diferencias sexuales y de género: ¿toman en consideración la subjetividad, las identidades y las prácticas que encarnan las personas LGBT?, ¿ofrecen respuestas para las modalidades de victimización que suelen experimentar los y las disidentes sexuales? Por ser violencias “de largas temporalidades”50, ¿demandan nuevas comprensiones sobre los significados de la victimización, sobre quién y cómo deviene en víctima o sobre las maneras más pertinentes para adelantar su reparación?, ¿los derechos en cuestión realmente aseguran niveles mínimos de dignidad y previenen la repetición de estos actos para este segmento poblacional?, es decir, ¿corrigen o contribuyen a paliar los efectos de las agresiones sobre las vidas abyectas?


Tres intuiciones orientan preliminarmente las respuestas a tales cuestionamientos. En primer lugar, los sujetos que se perciben y asignan como LGBT experimentan recorridos vitales que los distancian del titular genérico de los derechos humanos. Las individualidades lesbianas, gais, bisexuales y trans cuestionan la suposición de que el ser humano contemplado a efectos de positivizar aquellas posiciones de libertad es una categoría incluyente y, a mi juicio, revelan la estrechez del pensamiento que dio lugar a la ilusión de ostentar “todos” y los “mismos” derechos que la mayoría de la población. Luego, parece inconveniente asumir de forma acrítica su aplicación a favor de aquel segmento social.


En segundo lugar, las violencias que enfrentan las personas LGBT revisten características particulares en cuanto a su frecuencia, intensidad, efectos, detonantes, actores y mecanismos. Por ello, se intentará comprobar cuáles son las dinámicas de agresión y los daños que sufre dicho colectivo en un territorio determinado, de manera que se logre consolidar una imagen nítida y más comprensiva de los fenómenos sociales que se buscan contrarrestar por conducto de los derechos de las víctimas.


En tercer lugar, la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición no fueron concebidos como dispositivos para el restablecimiento de la dignidad ante modalidades de victimización que buscan eliminar o castigar la divergencia sexual. Por ello, en ocasiones, su empleo resulta inane o adolece de trascendencia en la corrección de los daños ocasionados a las víctimas LGBT.


Despejar estas inquietudes específicas permitirá, al final, alcanzar el objetivo general de la investigación, que consiste en demostrar la necesidad de establecer un contenido normativo diferencial de los derechos de las víctimas cuando sus titulares asuman públicamente identidades sexuales no normativas.


El presente trabajo espera entonces estimular visiones críticas sobre los derechos de las víctimas hasta ahora decantados en el ámbito internacional.


El ejemplo de Katia lleva a pensar que la lucha contra la discriminación debe incluir la búsqueda de un sistema legal que escuche a las víctimas, valore con detalle su situación y reconozca sus necesidades especiales de justicia, verdad, reparación y no repetición.


En perspectiva comparada, la mayoría de los ordenamientos jurídicos “occidentales” se ufanan de la protección formal a la expresión de la diversidad sexual y de género51. No obstante, las cifras y los registros de agresiones, insultos, homicidios y torturas contra gais, lesbianas, bisexuales y personas trans, entre otras manifestaciones de la disidencia sexual, continúan en aumento ante la mirada indiferente de la institucionalidad52.


Cuesta entender el desprecio que el afecto entre personas del mismo sexo y las expresiones de género alternativas despiertan todavía en muchas sociedades. La opacidad actual de los discursos políticamente incorrectos dificulta conocer los verdaderos alcances de los sentimientos negativos que se abrigan en contra de aquella población53. La violencia aparece como un fenómeno fortuito e imprevisible, al acecho de la más mínima manifestación de masculinidad o feminidad irregular. “Provocar” a los demás, habitar el lugar equivocado o revelar su deseo con algún gesto corporal inconsciente aparecen como motivos de sobra para ver anuladas las promesas de libertad consignadas en las constituciones y los tratados internacionales54.


Por lo tanto, vale la pena adelantar una indagación académica para precisar los significados de las sexualidades y géneros disidentes, y conocer las dinámicas comunes de su victimización, con el fin de reunir elementos de juicio que nos permitan reflexionar sobre la pertinencia y los alcances normativos que deberían tener los derechos a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, tal y como fueron concebidos en el derecho internacional de los derechos humanos.




HIPÓTESIS Y METODOLOGÍA


La hipótesis de la presente investigación consiste en que la especialidad de las subjetividades LGBT y de las violencias que soportan tornan necesario ajustar los contenidos normativos convencionales de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.


La constante victimización de las personas con orientaciones sexuales e identidades de género no normativas en numerosas latitudes1 es un indicador de que las disposiciones creadas para retrotraer los efectos del daño y evitar futuras agresiones no son idóneas ni pertinentes y, en general, no reducen el impacto del prejuicio sobre su integridad personal.


Por lo tanto, la tesis espera determinar el mérito de considerar versiones diferenciales de los derechos en cuestión cuando sus titulares pertenecen a minorías de índole sexual o de género.


Ahora bien, analizar un ámbito concreto de regulación exige conocer el fenómeno social sobre el cual opera. El estudio de cualquier normatividad debería partir de la compresión de las situaciones que desea intervenir. Por ello, la investigación jurídica debe conectarse con la evidencia empírica y retomar la información cuantitativa y cualitativa disponibles para “saber qué se sabe” o qué se ignora sobre la problemática objeto de legislación2.


En efecto, la disciplina jurídica envuelve una técnica de control del comportamiento humano o un “instrumento para obtener cambios sociales”3. Luego, la investigación jurídica debería indagar cómo se producen y desenvuelven las conductas seleccionadas, de manera que sea posible llegar a la codificación con una perspectiva algo decantada sobre la realidad que se pretende impactar4. Este conocimiento empírico permitirá, adicionalmente, mirar el derecho “desde afuera”5, con el criterio suficiente para efectuar reflexiones críticas sobre su estructura y capacidad para evitar la repetición, castigar la comisión y enmendar los efectos nocivos de algunas conductas dañinas, como sería lo deseable en el tema de interés.


En nuestro caso, “la construcción de un corpus jurídico inicia con la definición de las violencias, que deriva de la constitución del juego de fuerzas en las relaciones sociales”6. Estudiar los derechos de las víctimas LGBT supone así observar y comprender las dinámicas que transforman a ciertas personas en titulares de ciertos derechos justificados sobre la base de haber sufrido procesos de victimización especiales que reducen sus posibilidades vitales o disminuyen el disfrute de sus demás derechos humanos.


Por lo tanto, al igual que aparece necesario abordar el origen y precisar los significados de las identidades subversivas que constituyen el ámbito personal del ordenamiento jurídico abordado, conviene, en un segundo momento, aproximarse a las modalidades de las violencias que las personas LGBT enfrentan en un contexto geográfico determinado, el cual representaría el ámbito material de la misma normatividad.


Desde el comienzo señalé que mi intuición consiste en que el derecho de los derechos humanos no ha sido diseñado, por completo, desde la mirada de las víctimas LGBT o no responde adecuadamente a las dinámicas de violencia que enfrentan. La presunta ignorancia sobre las formas en que opera el prejuicio sexual podría explicar la elevada tasa de impunidad en este ámbito7, incluso en ordenamientos nacionales con cláusulas a favor de la diversidad o que formalmente punen con ahínco la discriminación.


El derecho común suele mostrar desinterés en conocer y re-conocer8 las experiencias de dolor que acompañan el ejercicio público de las identidades sexuales proscritas. Por regla general, el ordenamiento positivo representa una extensión de la moralidad dominante en la sociedad9. En consecuencia, no es de extrañar que los operadores jurídicos desconozcan las particularidades de las violencias que enfrentan a diario.


Así pues, con el ánimo de confirmar o desvirtuar la validez de la hipótesis señalada se realizarán algunas precisiones sobre los cambios conceptuales dentro de las humanidades que propiciaron la transformación del saber en torno a las personas LGBT y, en consecuencia, permitieron su incorporación en el ámbito jurídico como titulares de derechos fundamentales. Este preámbulo ofrecerá elementos básicos del lenguaje y el pensamiento político concebido para visibilizar y comprender de forma alternativa tanto la diversidad sexual como la opresión estructural de quienes adelantan conductas sexuales periféricas.


Posteriormente, el capítulo primero abordará la identificación de los dolientes o los sujetos pasivos de la violencia contra personas LGBT. Con tal fin, enunciará algunos debates sobre los significados de las subjetividades sexuales disidentes, precisará las formas identitarias contenidas en aquella sigla y desarrollará los procesos sociales que conducen a la inscripción individual de identidades sexuales periféricas.


A continuación, se intentará dilucidar las coordinadas históricas y jurídicas que propiciaron la elaboración de un discurso de reproche formal de aquel fenómeno violento a nivel internacional. Al respecto, se fijarán las variables con mayor incidencia en el movimiento contemporáneo de censura a la agresión sistemática de personas LGBT. En este segundo capítulo también se consolidarán algunas tendencias y patrones de violencia registrados en el contexto global, identificados sobre todo gracias al trabajo las Naciones Unidas. Acto seguido, se presentarán las dinámicas de violencia registradas en un territorio y momento determinado (Cataluña, años 2015 a 2019), en un intento por estructurar un panorama amplio sobre esta problemática, combinando cifras y análisis de casos10.


Con tal fin, adelanté una investigación de corte cualitativo, basada en fuentes secundarias, principalmente documentos (informes, bases de datos, prensa, libros y artículos académicos) elaborados, en particular, por instancias de las Naciones Unidas, la Organización de los Estados Americanos, el Consejo de Europa y organismos no gubernamentales.


Adicionalmente, conduje tres entrevistas a profundidad con el objeto de documentar una experiencia de victimización contra una mujer trans en Colombia y conocer el funcionamiento y los hallazgos de una organización del tercer sector dedicada a monitorear la violencia contra las personas LGBT en Cataluña (el Orbservatori contra l’Homofobia —OCH—)11.


En su conjunto, los anteriores acápites permitirán corroborar o rebatir la naturaleza particular de los daños ocasionados por la violencia contra individuos LGBT cuando se verifican por motivo de su inconformidad con las convenciones sociales en materia de sexo, género y orientación sexual. Esta aproximación práctica brindará una imagen detallada del impacto material y simbólico ocasionado por esta tipología de hechos lesivos12. Sus conclusiones servirán como parámetros para evaluar la idoneidad y pertinencia del repertorio normativo creado con el fin de salvaguardar las pretensiones de verdad, justicia, reparación y no repetición en cabeza de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos con identidades sexuales divergentes.


Por lo tanto, el tercer capítulo traslada el enfoque de análisis hacia las fuentes propiamente jurídicas, con el fin de conocer los desarrollos positivos que han experimentado a la fecha los derechos de las víctimas, de cara a la victimización de las personas LGBT. En consecuencia, se explorará el marco normativo supranacional en materia de reparación, justicia, verdad y no repetición y su interpretación de cara a las violaciones que sufren más comúnmente los disidentes sexuales.


En este mismo apartado, se pondrán en discusión los hallazgos de la primera y la segunda parte sobre rasgos particulares de las identidades LGBT y la violencia por prejuicio que enfrentan con los dispositivos jurídicos concebidos para remediar las secuelas del agravio sobre sus derechos humanos. De este modo, se espera constatar la aptitud potencial de estos últimos para conjurar, resarcir y prevenir el fenómeno analizado y ofrecer recomendaciones para su ajuste normativo, con el objetivo de incrementar su capacidad transformadora del orden social.


Ahora bien, quien adelanta esta investigación ha podido comprobar en primera persona la incertidumbre de acoger una identidad sexual no normativa y recibir insultos súbitos por esa sola circunstancia. Luego, la posición subalterna de quien habla, el contexto legal periférico del cual proviene13 y su formación jurídica en la academia latinoamericana14 se asumirán como experiencias enriquecedoras de la reflexión, en lugar de sesgos o limitaciones que interfieran con el análisis minucioso de los fenómenos sociales y jurídicos seleccionados15.


Esta tesis surge como respuesta a la preocupación de imprimirle mayor vocación transformadora a los derechos humanos de las víctimas con identidades sexuales y de género abyectas. Supone que tales prerrogativas, si bien representan herramientas jurídicas valiosas, desconocen los significados de no ser heterosexual, y esta diciente ignorancia se agrava con su desdén por comprender con detalle las dinámicas de la violencia que soportan. Por lo tanto, abarcará los orígenes y significados de las identidades sexuales alternativas, las violencias que se registran en un contexto determinado y los alcances actuales de los derechos concebidos para atender a sus víctimas.


Se plantea como la exploración de un jurista que formula preguntas y busca respuestas “a través de” varias disciplinarias16, con la esperanza de encontrar luces sobre aspectos socioculturales que, en nuestra opinión, deberían tener mayor peso al momento de diseñar y aplicar el derecho, en general, y las normas destinadas a proteger los intereses de tales individuos, en particular17. Difiere en cierto modo así de la dogmática legal tradicional enfocada en el análisis autorreferente del sistema deóntico18. En sentido diverso, buscará conjugar el conocimiento extrajurídico sobre las identidades sexuales y la violencia, con el marco normativo vigente en materia derechos humanos de las víctimas, con el fin de formular conclusiones en clave propositiva19.


Esta investigación se inscribe, por lo tanto, en la corriente de estudios jurídicos comprometidos con erradicar las visiones confesionales y anacrónicas de la sexualidad humana que permean el derecho y alimentan los estigmas contra los disidentes del régimen heterosexual. Intenta contribuir al entendimiento por parte de los operadores jurídicos de las realidades que atraviesan cotidianamente los otros, aquellos cuyos deseos han sido anatemizados, para quienes “habitar su cuerpo se convierte en algo peligroso”20 o para quienes el amor representa una carga imposible de sobrellevar.


Una aclaración final. A lo largo de este documento se emplearán voces como minorías sexuales, “el” colectivo o los colectivos disidentes o periféricos, las subjetividades o individualidades abyectas o “no normativas” y, en especial, la sigla LGBT para referirse indistintamente a las personas que asumen las identidades sexuales o de género alternativas más populares en el lugar y momento donde se desarrolló la investigación (gais, lesbianas, bisexuales y personas trans). Luego, se tratarán como sinónimos o términos sombrillas de quienes se reconocen públicamente al margen de fórmulas tradicionales en materia de identidad de género y orientación sexual.


La última sigla, sin embargo, despierta algunas críticas. Entre ellas, se destaca su ambigüedad, limitación e incapacidad para reflejar el extenso número de identidades concebibles21 y, por ende, su efecto excluyente de aquellas con origen no occidental22; su posible impacto homogeneizador23, que ignora las diferencias entra aquellas; y el problemático plano de “igual centralidad” en que ubica a las colectividades24 o las distintas experiencias vitales, luchas y metas políticas que aglomeran los activismos asociados con la orientación sexual, de un lado, y las identidades de género, de otro25.


Con todo, la decisión de utilizar aquella sigla se explica por varios motivos, tales como su empleo corriente para aludir a una población heterogénea sin encasillarla dentro de una misma categoría, como ocurrió durante algún tiempo con las palabras homosexual o gay; su origen en el propio colectivo implicado y no como un significante vinculado a su estigmatización, patologización o censura legal; su uso por agencias estatales, no gubernamentales y multilaterales con propósitos reivindicatorios; y, por último, teniendo en cuenta su carácter abierto, no binario y su apertura a nuevas adiciones según el avance de las luchas políticas26. Así, más que una colección de identidades, la sigla LGBT se propone como una voz que cobija potencialmente cualquier expresión de género u orientación sexual no normativa.


No obstante, se dejará de lado la letra I relativa a la intersexualidad que usualmente acompaña a la sigla en cuestión. Lo anterior, pues suele criticarse la incorporación de sus problemáticas dentro de la agenda LGBT, al considerar que su estigmatización proviene de la diversidad corporal27. Al respecto, se advierte que las personas intersexuales “pueden tener cualquier orientación sexual o identidad de género”28. En consecuencia, se sostiene, las violaciones a los derechos humanos de este colectivo son significativamente distintas y “no están representadas en los términos de orientación sexual o identidad de género”. Por lo tanto, superan el ámbito temático dentro del cual se desarrolla esta disertación29.




CAPÍTULO 1
CONTEXTO TEÓRICO


1.1. CONSIDERACIONES PREVIAS


Investigar sobre los derechos de víctimas LGBT y adentrarse en la producción académica en torno a la violencia por odio o por prejuicio, plantea algunas cuestiones previas. Son temáticas de reciente incorporación en el derecho constitucional y el derecho internacional de los derechos humanos, escenarios en los cuales la dogmática legal convencional suele consistir en relatos cronológicos sobre las conquistas de dignidad logradas por aquellos individuos en las últimas décadas, traducidas en posiciones de libertad por los ordenamientos domésticos y supranacionales1.


La doctrina jurídica comúnmente se enfoca en enumerar eventos cardinales en el trayecto hacia esa positivización, tales como el litigo de casos emblemáticos, la expedición de hitos jurisprudenciales o la promulgación democrática de estatutos favorables a la igualdad2. La ortodoxia académica legal relega a un segundo plano el cumplimiento de las normas y la arqueología de sus antecedentes o trasfondos sociales.


El canon académico aprehende la diversidad sexual a partir de datos normativos y el derecho aparentemente cierra los debates sobre la legitimidad y la aptitud de los espacios reconocidos. Es decir, poco advierte sobre los cambios de paradigma, las revoluciones epistemológicas y los movimientos ciudadanos que debieron verificarse previamente para articular y hacer inteligibles las demandas de equidad formuladas por el colectivo LGBTI. Tampoco explora, de ordinario, la idoneidad o las limitaciones del componente positivizado para asegurar su dignidad integralmente.


En el caso colombiano, la separación entre retórica y práctica jurídica resulta paradójica, pues se advierte, por un lado, una sofisticación argumentativa en la mayoría de los precedentes judiciales que incluyen a las personas LGBTI en el sistema de derechos fundamentales y, por otro, una baja implementación o escaso goce efectivo de los mismos3.


En lo de interés, pareciera delegarse en disciplinas no jurídicas el análisis diacrónico y del potencial transformador de las normas creadas para corregir las injusticias cometidas contra gais, lesbianas, bisexuales y personas trans, e, igualmente, pareciera asumirse un estado de consciencia entre la ciudadanía, en virtud del cual no solo comprende el lenguaje concebido para denunciar la opresión, sino que también la repudian homogéneamente.


Con todo, la experiencia enseña que el progresivo reconocimiento de derechos a nivel global no implica necesariamente la apropiación masiva, o por las masas, de los léxicos concebidos para expandir la igualdad. Sobre todo, que faltan tiempo y transformaciones profundas en la sociedad para considerar las libertades adquiridas inmunes a negaciones y retrocesos. Suele ocurrir en este asunto que los derechos civiles se ganan “sin desplazar la jerarquía moral y sexual que realiza la estigmatización antigay”4.


Así las cosas, este primer capítulo comienza con una breve alusión al giro filosófico deconstructivista que favoreció la modificación del conocimiento científico existente alrededor de las divergencias sexuales. En segundo lugar, aborda la “desnaturalización” de la sexualidad humana y su consideración como un discurso sostenido por el poder, fruto de esta nueva forma de comprender los fenómenos sociales. En tercer lugar, desarrolla la idea de “heterosexualidad obligatoria” como un sistema de pensamiento o episteme y un régimen político a la luz del cual se concibe y justifica la opresión y la exclusión de las individualidades LGBT. Seguidamente, efectúa algunas precisiones sobre cuatro categorías centrales en los discursos de emancipación de los divergentes (cuerpo, sexo, género, orientación sexual y sexualidad.) Por último, concluye con la relevancia de acoger este camino teórico crítico y alternativo en el ámbito jurídico y, particularmente, su importancia en la emancipación de los “anormales”.


1.2. NUEVAS IDEAS PARA NUEVOS DERECHOS


Comprender las necesidades particulares de justicia de las personas LGBT exige precisar algunas modificaciones en el pensamiento tradicional sobre la sexualidad, gracias al desarrollo reciente de las humanidades, los feminismos y los denominados “Estudios Gay y Lésbicos”. Este último campo5 representó una apuesta por la producción transdisciplinar, radical y situada de conocimientos6 que le abrió la puerta a los “homosexuales” como actores y no solo receptores del saber. En esa medida, cumple una función de autocomprensión de los sujetos y las identidades sexuales marginadas7.


En su aspecto metodológico, los citados estudios acometen la deconstrucción del pensamiento. Se inclinan por el construccionismo social8 que propone el origen cultural del saber y busca “de-naturalizar” las diferencias que justifican jerarquías entre individuos9. Con tal propósito, investigan, diagnostican y exponen la estructura artificial e históricamente contingente de las separaciones, como requisito previo para su solución política10. Deconstruir implica escudriñar el funcionamiento del lenguaje para revelar las limitaciones de conceptos asumidos como estables e incuestionables, poner en evidencia las exclusiones que propicia y demostrar su dependencia frente a otras ideas, especialmente aquellas que se consideran opuestas:


Deconstrucción es una intervención en el funcionamiento del lenguaje encaminada a revelar los límites de conceptos que se tratan como si no plantearan problemas y, entonces, se emplean irreflexivamente. La delimitación del significado es un efecto de la exclusión. Esto es, los conceptos establecen sus límites al diferenciarse de aquello que no son (como “hombre” se define por contraste de “mujer”), y, en consecuencia, nunca son autónomos ni independientes11.


Los Estudios Gay y Lésbicos y la práctica deconstructiva dieron lugar a usos específicos del lenguaje y debates sobre los significados de términos comunes en materia de sexualidad. Así mismo, propiciaron discusiones sobre la existencia de subjetividades alternativas por motivos del deseo, desacuerdos alrededor de su reconocimiento como comunidades o como la simple agregación de individuos y dejaron en evidencia estrechez del lenguaje para cobijar interpretaciones novedosas sobre la diversidad humana.


Sirvieron entonces para comprender que las palabras ostentan la capacidad de crear o anular dimensiones enteras del ser humano al invocarse en asuntos de género y sexualidad, que abren o cierran alternativas vitales, y que, en ocasiones, son el objeto mismo de las reivindicaciones jurídicas. Postularon, en consecuencia, que el conocimiento alrededor del cuerpo humano, sus usos y placeres es el resultado de tensiones constantes entre realidades y representaciones.


En otras palabras, rechazan las verdades a priori sobre la sexualidad y advierten que estas últimas suelen aflorar según las dinámicas del poder en sociedad. Conocer implica el manejo de conceptos que se asocian culturalmente con imágenes significantes de las cosas12. Foucault señala, al respecto, que el pensamiento se desdobla desde la época clásica, y su medio, el lenguaje, ya no enuncia lo empírico. En su lugar, indica las convenciones que sustituyen lo enunciado: es el “poder propio de la representación de representarse a sí misma”13. Por lo tanto, se piensa solo en signos y el “mundo entero, aquel que podemos comprender, es un mundo de representaciones”14.


En lo de interés, la diversidad sexual había sido representada como un factor de desorden, anomalía o enfermedad por las distintas ciencias humanas. Sin embargo, se olvidaba con frecuencia, o se ignoraba deliberadamente, que tales retratos no eran inamovibles y que los significados de lo natural o lo correcto en el ámbito sexual mutaban constantemente. El marco ideológico de las ciencias a partir de la modernidad europea y su confianza sobre la posibilidad de extraer conclusiones irrebatibles con la observación del mundo exterior15 hicieron perder de vista las limitaciones del conocimiento humano y ofrecieron una visión excluyente y cerrada sobre el comportamiento sexual.


Por lo tanto, el giro deconstructivo mostró que el saber, en general, no era el producto del hombre racional soñado desde el siglo XVII16, sino un artificio concebido por seres con pasiones, instintos y restricciones físicas e intelectuales de todo tipo (i), condicionado por las herramientas tecnológicas disponibles al momento de su elaboración y a las finalidades perseguidas por sus promotores (ii) y cambiante según infinidad de variables, entre las cuales se destacan los dogmas religiosos, las agendas de gobierno y los arreglos del mercado (iii)17. En suma, la ciencia es cultura, anunció Haraway18.


La misma ciencia admite hoy que acceder al conocimiento a través de los sentidos es discutible, pues el sistema nervioso consciente ofrece solo interpretaciones parciales y artificiales de la realidad, “construida[s] para maximizar nuestras posibilidades de supervivencia, pero que no siempre proporciona[n] la imagen más precisa”19 del entorno. Desde el lente posmoderno y escéptico que sospecha sobre la posibilidad de alguna verdad20, se pregunta al respecto cómo saber si al final no somos tan solo cerebros conectados a un programa informático sofisticado que estimula la producción de espejismos sobre un mundo exterior: “[¿]cómo podemos estar seguros de la realidad del pasado, la existencia de la mente de los otros, nuestras (inductivas) creencias sobre el futuro [o] la realidad de nuestras percepciones?”21.


Las pulsiones básicas también subordinan el pensamiento. La conducta humana no atiende solo a la razón y la capacidad de elaborar juicios y adoptar decisiones prudentes en aspectos vitales es rebatida constantemente en la práctica22. Investigaciones en las áreas de neuropsicología y economía, entre otras, arrojan evidencia sobre una dualidad en los niveles de conciencia que lleva a obrar usualmente de forma automática, instintiva y por estímulos, y solo por excepción de manera reflexiva, racional y óptima23.


Así las cosas, a pesar de la tendencia a calificar a los científicos como entes objetivos y desapasionados24, el conocimiento que producen no es neutral ni sus hallazgos son impermeables a los tiempos y lugares que habitan25, los cuales inevitablemente permean sus interpretaciones de los datos26. El saber humano se compone entonces de discursos27, fabricados con base en representaciones del entorno que privilegian algunas perspectivas, reflejan tensiones sectoriales y cristalizan los consensos temporales que se alcanzan sobre problemas teóricos28.


En el campo de las experiencias lesbianas, gais, bisexuales y trans, estas críticas sobre la autenticidad del saber son trascendentales por varias razones. De un lado, el conocimiento sobre su condición se construyó sin su participación, en contextos culturales adversos a sus sexualidades y con poca o ninguna base empírica. Hasta hace poco nada pudieron decir sobre su “esencia” o comportamientos y eran las otras en el relato de su existencia. Su palabra había sido confiscada por los expertos en la psique y el cuerpo29.


Al estar relegados a la periferia, lejos de los lugares en los cuales de definen los saberes y se ponen en circulación los discursos que los comunican, fungían como meras espectadora del inventario de sus vicios y defectos y fueron privadas de la capacidad de agenciar las representaciones sobre sus cualidades. El control sobre los significados de sus cuerpos en acción estuvo monopolizado por quienes los catalogaron como pecadores, enfermos o criminales. Por ello:


Las ciencias sociales y humanas se han visto hoy impactadas porque aquellos que siempre fueron los “objetos” de estudio empezaron a hablar de sí mismos sin necesidad de la mediación de especialistas e irrumpieron en la academia en aquellas disciplinas de las que fueron actores pasivos30.


A Karl Heinrich Ulrichs le cabe el honor de formular a mitad del siglo XIX las primeras tesis sobre la condición homosexual con pretensiones científicas que intentaron devolverle la voz al sujeto excluido31. Su propuesta sobre el origen innato del impulso sexual ligado al desarrollo fetal (en virtud de la cual sostuvo que los homosexuales constituían una clase diferente de seres humanos o un “tercer sexo”32) fue un punto de inflexión hacia la resignificación de la entonces conocida como sodomía e implicó un giro en el saber, especialmente al provenir de un individuo no solo abiertamente homosexual, sino también comprometido con la despenalización de tales conductas33.


Como ocurre en momentos de transición, “todo cambio político implica por sí solo un necesario cambio léxico de mayor o menor extensión”34, es decir, una modificación en el “sistema léxico de representación del mundo colectivo”35. En este caso, el comienzo de una nueva época en la generación de conocimientos sobre las personas LGBT puso en evidencia el vacío o la rigidez del lenguaje para abordar sus realidades sin subordinarlas ni descalificarlas a priori.


Fue necesario “buscar nuevas palabras o dar a las antiguas nuevas acepciones”36. Con el ánimo tal vez de influir positivamente en la percepción de aquellas realidades, Ulrichs acuñó en 1864 nuevos términos para nombrar a quienes sentían atracción hacia personas del mismo sexo: Urnings en el caso de hombres y Urninden para las hoy conocidas como lesbianas37, voces inspiradas en el Simposium de Platón y su descripción del amor entre hombres como un hecho celestial38. Si bien tales adjetivos no perduraron, inauguraron los esfuerzos por transformar el lenguaje peyorativo hasta entonces dominante con significantes propuestos en primera persona.


De otro lado, el conocimiento sobre la diversidad sexual también se reveló sensible a la movilización social y los avances tecnológicos. Para la muestra, la Asociación Americana de Psicología (APA) dejó de diagnosticar como patológico el deseo homosexual en 1973. Sin embargo, ya desde octubre de 1969 el Instituto Nacional de Salud Mental norteamericano había recomendado modificar dicho entendimiento y eliminar su criminalización, con base en un informe elaborado por expertos en medicina, psicología, sexología y sociología, entre otras disciplinas.


No obstante, la publicación de aquel informe fue retrasada y su contenido ampliamente criticado por considerase meras “opiniones políticas” sin asidero científico39. Fue solo luego de las revueltas de Stone Wall Inn en Nueva York y hacia 1972 que aquella entidad oficial ratificó la validez de sus hallazgos y divulgó sus conclusiones, jalonando un cambio de paradigma que condujo a la remoción de la homosexualidad en el catálogo de padecimientos mentales al año siguiente. El saber médico, en principio objetivo, no había sido indiferente a la presión conservadora y al movimiento de liberación gay40.


Previo al giro deconstructivista, la interpretación de la diversidad sexual caía en lugares comunes que aprovechaban prejuicios arraigados en la sociedad. Antes de la “era del genoma”41 y del florecimiento de las ciencias naturales en el siglo XIX, se teorizaba sobre la condición homosexual con base en especulaciones con poca solidez metodológica.


Por ejemplo, en la Antigüedad, Pilón de Alejandría derivaba aquel comportamiento del exceso en la producción de alimentos en un determinado territorio y Plutarco aseguraba que se transmitía por la exposición a la desnudez masculina en los gimnasios públicos. Herotodo, a su vez, radicó su origen en el intercambio o el contacto entre civilizaciones. En su concepto, la homosexualidad había sido importada a Grecia por los persas. Esta explicación trascendió y sirvió para argumentar mucho tiempo después que los cruzados la trajeron a Europa en la Edad Media, que los ingleses la aprendieron de los normandos y estos, a su turno, de los franceses o que se trataba de un “vicio” típicamente alemán42. Simultáneamente, se le asoció con la corrupción de las clases dominantes y el abandono de la fe cristiana43.


Otra tesis difundida de antaño sugiere el carácter innato de la homosexualidad. Las primeras formulaciones en tal sentido se le atribuyen a Santo Tomás de Aquino44, que en una versión moderna comenzaron a propagarse a mitad del siglo XIX con la entrada en escena de la biología y las ciencias de la salud. Por ejemplo, el tratado Psychopathia Sexualis publicado en 1886 por el médico alemán Richard von Krafft-Ebing influyó decisivamente en su calificación como una “degeneración hereditaria”45.


Este tipo de explicaciones naturalistas contribuyeron en su momento a rechazar su criminalización en Europa. El posible origen congénito de la “inversión sexual” se invocó para descartar la voluntad del sujeto en su aparición, motivo por el cual el comportamiento dejaba de ser inmoral desde el punto de vista religioso o el resultado de la libre elección del individuo, elemento imprescindible para justificar su castigo penal46.


En época reciente, la explosión de investigaciones sobre la influencia del genoma humano en la orientación sexual o en la aceptación con el género asignado al nacer ha dado lugar a una “guerra científica”47, en la cual se disputa la validez de los hallazgos y la legitimidad ética de emprender tales pesquisas. Esto último, por cuanto existe una estrecha relación entre las posturas políticas y morales sobre la orientación sexual y las explicaciones científicas sobre sus detonantes48.


Así, quienes albergan sentimientos adversos hacia la diversidad respaldan mayoritariamente explicaciones sociales o de crianza, mientras que quienes exhiben actitudes positivas hacia la misma suelen apoyar su origen puramente genético49. La diferencia radica en la posibilidad de censurar y someter a tratamiento médico que ofrece la tesis según la cual los comportamientos divergentes en el campo sexual son fruto de la enseñanza o la elección.


Sin embargo, vale la pena preguntarse sobre la utilidad del conocimiento científico en este punto, es decir, si es imprescindible “descubrir” las “verdaderas” causas de la atracción entre personas del mismo sexo o de la conformidad con el género asignado al nacer. De cara a la violencia y discriminación que sufre a diario el colectivo LGBT, ese tipo de controversias no parecen prioritarias y si bien despiertan interés heurístico, desde la óptica jurídica estaría claro que el reconocimiento de su dignidad no debe exceptuarse según se le atribuya científicamente uno u otro origen a su conducta50.


1.3. LA CONSTRUCCIÓN SOCIAL DEL SEXO NATURAL


Los teólogos occidentales de la Baja Edad Media, tal vez bajo la influencia del concepto de “cristiandad”, se inclinaron por la opción más drástica y justificaron como universales algunas formas culturales de Occidente, como por ejemplo, el modelo matrimonial y familiar y las normas de comportamiento sexual. A este fin sirvió la antigua teoría helénica de la “ley natural” que se quiso esgrimir como instrumento de normalización cultural, pues tal ley postula que la genuina manera de ser del hombre es universal, inmutable y única51.


La relatividad del conocimiento y las críticas por su falta de objetividad o sus vínculos con el sistema político y cultural llevaron a repensar la naturaleza del sexo y los géneros. Los Estudios Gay y Lésbicos plantearon que el conocimiento aprendido en este ámbito no era más que una compleja red de narraciones, “realidades imaginadas” o “constructos sociales”52 forjadas por individuos situados53, cuya fuerza para moldear el entorno radica en que son sostenidas como ciertas por grupos humanos.


El sexo y el género, como se entienden popularmente, son solo interpretaciones del cuerpo, sincronizadas con una visión hegemónica del mundo que los presenta como elementos prediscursivos. Es decir, ambos se postulan como hechos que se sobreentienden y no se discuten, con el fin de asegurarles estabilidad y efectos normativos54. No obstante, con la apertura del conocimiento sobre la diversidad sexual y la construcción de saberes alternativos se han replanteado numerosas ideas sobre el ser humano que facilitan el reconocimiento de las personas LGBT como iguales y, por ende, merecedoras de los mismos derechos.


Lo básico es reconocer que el sexo carece de historia, pues alude a órganos o refiere actividades corporales. Cosa distinta es la sexualidad, la cual denota la apropiación del cuerpo humano por un discurso ideológico y, por tanto, implica un producto cultural cuya manufactura puede rastrearse en lugares y tiempos determinados:


Sex has no history. It is a natural fact, grounded in the functioning of the body, and, as such, it lies outside of history and culture. Sexuality, by contrast, does not properly refer to some aspect or attribute of bodies. Unlike sex, sexuality is a cultural production: it represents the appropriation of the human body and of its physiological capacities by an ideological discourse. Sexuality is not a somatic fact; it is a cultural effect. Sexuality, then, does have a history-though (as I shall argue) not a very long one55.


Así las cosas, la comprensión de la disidencia sexual como manifestación de la sexualidad humana solo se logra través del manejo de lenguajes específicos, palabras o símbolos concatenados que estructuran saberes alternativos sobre los cuerpos y sus usos.


Este entendimiento contemporáneo se remonta a las reflexiones de Michel Foucault en su Historia de la sexualidad56 sobre el origen político de las representaciones en este ámbito. Bajo esta lógica, lo femenino o la heterosexualidad, por citar dos eventos, son solo símbolos dentro de sistemas de conocimiento establecidos por el poder. Sus significados no se escapan del marco ideológico en vigor y, por el contrario, constituyen medios o dispositivos para materializar sus dictados.


Por ello, no es fortuito o casual que al hablar desprevenidamente sobre “la mujer” se invoquen de inmediato ciertas formas y subjetividades57, o que conceptos como el amor susciten por default imágenes sobre relaciones de pareja marcadas por el abandono de sí en el otro58, entre cuerpos con ciertas diferencias morfológicas. Tales representaciones, se argumenta, no son el resultado “natural” de una visión “objetiva” de “la realidad”. Por el contrario, son la manifestación inconsciente de discursos hegemónicos repetidos incesantemente que dan formato al pensamiento y se proyectan sobre los individuos estimulando ciertas apariencias, conductas y atracciones, y opacando otras formas de habitar el cuerpo humano. Así pues, nada de espontáneo hay en los significados típicamente asignados a conceptos tales como la familia, las prácticas sexuales o los roles femenino y masculino.


Ahora bien, bajo este enfoque el poder no es solo el sistema de gobierno o la gestión de las autoridades competentes sobre la ciudadanía. Es decir, no alude únicamente a una estructura, una institución fija o “una potencia de la que algunos estarían dotados”59. Tampoco equivale a coerción, de uno sobre otro, que anula, niega la libertad y, por vocación, destruye la autonomía.


Tales perspectivas son limitadas, pues lo reducen a la imposición de una voluntad sobre otra mediante la fuerza60. Dicho “modelo de coerción no hace justicia a la complejidad del poder”61, pues no solo es una relación causal en la cual los sujetos obedecen determinados comandos a raíz de la amenaza o la aplicación de violencia u otros estímulos externos. De hecho, tal causalidad mecánica no explica su eficacia62, pues si bien el poder incita mediante la intimidación o el daño, nunca elimina por completo la voluntad del otro. En el acto de obediencia se manifiestan sus residuos.


En una versión más contemporánea, el poder se entiende como un fenómeno descentralizado y presente en la cotidianidad del individuo. Una fuerza ubicua y latente, un tejido de relaciones asimétricas entre actores sociales en incesante movimiento y fluidez63, que no se adquiere ni se conserva, sino que “se ejerce a partir de innumerables puntos, y en el juego de relaciones móviles y no igualitarias”64. Su fuerza radica precisamente en su carácter silencioso, pues con ello evita la resistencia del sujeto y se camufla en lo bueno, lo saludable, lo bello, las costumbres, el mercado, los valores, la fe, la ciencia, la moda, etcétera. De este modo, el poder crea el espejismo de actuar “voluntariamente” o según las convicciones personales65.


Visto así, el poder es la expansión física del ámbito de operación de una voluntad dominante, su proyección y acción en otro66. Bajo esta hermenéutica, no necesariamente desafía, opone o destruye, sino que reviste una aptitud creativa que opera en (y no sobre) la voluntad del individuo, para moldearla y hacerla confundir con la propia. Aquel, teniendo la libertad de escoger un curso de acción diferente67, cumple sin reparo los mandatos del poder e incluso se anticipa a los mismos y puede llegar en ocasiones a asumir un rol activo en la veeduría de su eficacia68.


En efecto, al moldear la cosmovisión del sujeto, procurará la vigencia de sus mandatos en sus relaciones sociales por cuanto es el único lenguaje disponible para darle sentido a su existencia. Así, por ejemplo, sostendrá con ahínco que los hombres y las mujeres “son” o “deben actuar” de esta u otra manera y aducirá que el sexo es una práctica normal y saludable entre, o reservada por la naturaleza a, genitalidades diferentes, tal y como le fue enseñado. En tales eventos el poder se presenta como una verdad o un hecho de la naturaleza que se escapan a la decisión individual. Con ello se torna imperceptible e irresistible: “entre más poderoso es el poder, más silenciosa es su eficacia”69.


Bajo esta óptica, ostenta sobre todo una estructura comunicativa70. Es lenguaje. Transmite e informa mandatos y construye relatos para dotarlos de sentido y así facilitar su implementación. El acto de poder reviste una estructura de mensaje incluso en su faceta más extrema, cuando recurre a la violencia física, ya que siempre persigue una finalidad que enuncia a sus destinatarios.


Los discursos que circulan sobre todos los aspectos de la vida humana como realidades inmutables cumplen la función de transmitir la voluntad del poder y generar las condiciones de comprensión necesarias entre sus destinatarios para que ellos le encuentren sentido a su conducta. Este es un proceso de doble vía, en el cual el receptor acoge la visión dominante del mundo y, a partir de la misma, se interpreta a sí mismo y a su entorno, es decir, construye su identidad y le haya sentido la existencia.


La asignación de género de los infantes ilustra cómo se despliega el poder en tanto discurso creador con aptitud normativa en materia sexual. “¿Es niño o niña?”, se pregunta sobre el recién nacido. La respuesta, sin embargo, no describe nada. Valora algunas formas corporales del bebé y las enmarca en el sistema de símbolos hegemónico. Así pues, la respuesta “es niño” o “es niña” es un acto de atribución de un sexo a través del lenguaje, es la creación de un sujeto y, en consecuencia, la simultánea asignación de deberes y responsabilidades susceptibles de exigirse en distintos escenarios sociales e incluso legales:


We are all assigned a gender from birth, which means that we are named by parents or social institutions in certain ways. Sometimes in being assigned a gender, a set of expectations are communicated: this is a girl, so she will assume a traditional women’s role in the family and the workplace when she grows up: this is a boy, so he will assume a predictable place in society as a man71.


En este momento creativo el sexo se trata como un “dato inmediato”, como un rasgo físico o biológico propio del “orden natural”. Empero, es en realidad una “construcción mítica y compleja”, una “formación imaginaria”, que reinterpreta la apariencia del nacido a la luz de las convenciones y las relaciones sociales en las cuales se enmarca72. Por ello, “detrás de la pregunta: ‘¿es niño o niña?’ se oculta un sistema diferenciado que fija el orden empírico volviendo el cuerpo inteligible gracias a la fragmentación o a la disección de los órganos”73, enfocándose en los genitales a efectos de definir su sexo.


La eficacia normativa del poder en la creación de los sexos queda en evidencia también cuando la morfología genital aparece “ambigua”. Pese a su elevada recurrencia (ya que aproximadamente una de cada 100 personas exhibe algún grado de ambivalencia genital74) y de los numerosos matices (estos sí biológicos75) de la fisiología humana76, tanto médicos como progenitores convienen mutilar el cuerpo del recién nacido o someterlo a terapias hormonales y cirugías cosméticas con el fin de adecuarlo a prototipos corporales de los sexos socialmente aceptados.


Criterios tan arbitrarios como el tamaño potencial del pene en la adultez sirven para decidir cuál sexo deberá portar el cuerpo irregular: si parece demasiado pequeño, la recomendación médica es la castración y la construcción de un órgano semejante a una vulva77. Los bebés intersexuales revelan de este modo el marco ideológico de la diferencia y “representan una amenaza” al sistema de conocimientos, ya que “ponen de manifiesto la arbitrariedad de las categorías (identidad y diferencia, macho/hembra)”78.


Al igual que el conocimiento médico, innumerables instituciones operan constantemente en la construcción del individuo y su sexualidad, entre otros rasgos vitales. El poder se manifiesta así en relaciones microscópicas y cotidianas79 y recurre a estrategias que invaden los horizontes cognitivos, es decir, muestra el camino a recorrer y oculta cualquier otra alternativa. En esa medida, la tecnología del poder “does not causally determine particular actions; only makes them probable”80, es decir, no constriñe, propicia y estimula desde el interior del sujeto. Para lograr tal objetivo se sirve de mecanismos y dispositivos sutiles que se aplican sobre los cuerpos para manipularlos, darles forma, educarlos y volverlos dóciles y útiles a sus designios81.


Las herramientas pedagógicas son ubicuas y pasan desapercibidas la mayor de las veces en los terrenos de la sexualidad. Trascienden el derecho o las costumbres e inundan todos los espacios e interacciones sociales. Un ejemplo es la arquitectura segregada por sexos o la división de espacios institucionales (educativos, sanitarios, laborales) en masculinos y femeninos, la cual finge ordenar los lugares por motivos prácticos, pero, en el fondo, disciplina los cuerpos e implanta representaciones arbitrarias con el fin de producirlos como sujetos diferenciados, que se “re-conocen” como “hombres” o “mujeres”:


Cuando los dominados aplican a lo que les domina unos esquemas que son el producto de la dominación, o, en otras palabras, cuando sus pensamientos y sus percepciones están estructurados de acuerdo con las propias estructuras de la relación de dominación que se les ha impuesto, sus actos de conocimiento son, inevitablemente, unos actos de reconocimiento, de sumisión [cursiva añadida]82.


En suma, se entrena a las personas para obrar bajo determinados parámetros según su genitalidad. El repertorio simbólico es de la más variada índole y refuerza la creencia en pertenecer a un, y solo a un, determinado sexo. Asignación de colores, olores e indumentarias, así como ademanes, gestos, pronunciaciones y miradas diferenciadas, en apariencia fruto de tradiciones, tendencias o hábitos, sirven como herramientas para forjar (imponer, asumir y reproducir) identidades.


El cine, la televisión, la prensa, el ciberespacio y los canales semejantes son instrumentales a esta labor, pues ilustran los modelos de mujer y hombre en un orden social y natural concreto, instalando en los sujetos ciertas posiciones de significado y fijando en ellos formas de identificación83. En síntesis, categorías84 como el sexo y el género y el paradigma de la diferencia sexual85 son meros productos del funcionamiento simultáneo y sostenido de varias tecnologías de poder en espacios y tiempos concretos86.


Ahora bien, lo artificial y político del conocimiento sobre el ser humano no implica que las categorías sexuales adolezcan de materialidad o que sean solo espejismos. El poder que las respalda asegura su aptitud para volverlas tangibles y traducirlas en realidades. El lenguaje en este ámbito es por ello performativo, pues no describe o informa algo, sino que lo realiza87.


Por consiguiente, la diferencia de los sexos binarios, los géneros y las identidades que orbitan alrededor de las orientaciones sexuales son discursos performativos o que producen aquello que dicen representar. “Todos nos parecemos a la imagen que tienen de nosotros”88, decía Borges. En el caso de las personas LGBT, su entidad refleja tan solo la práctica de su narración. La subjetividad subordinada que los caracteriza emerge por la declaración ininterrumpida de su diferencia. Se convierten así en el personaje que interpretan o devienen aquello que hacen: “we do become what we practice being”89.


El lenguaje y la multiplicidad de dispositivos del poder aseguran la vigencia del orden sexual, levantan murallas entre los individuos y posicionan a algunos en relación de sumisión frente a otros. Las diferencias son, en conclusión, reproducciones de doctrinas de poder: “no hay nada ontológico en el concepto de diferencia. Sólo es la forma en que los amos interpretan una situación histórica de dominación. Y la diferencia tiene como función enmascarar los conflictos de intereses a todos los niveles, incluidos los ideológicos”90.


Con todo, la deconstrucción que revela la artificialidad y fragilidad de las representaciones sociales también demuestra la posibilidad de impulsar su desmantelamiento o modificación. En el caso de las personas LGBT, las movilizaciones iniciales persiguieron, justamente, contrarrestar imaginarios denigrantes y populares sobre la diversidad sexual.


Por ejemplo, para el año 1977 el primer líder del movimiento de liberación homosexual en Colombia, León Zuleta, aseguraba ya que “la producción de nuevas realidades requiere replantear, transformar e incluso quebrar las actuales”91. En los Estados Unidos, la primera organización política de lesbianas, fundada en 1955 con el nombre Las Hijas de Bilitis, asumió como uno de sus retos modificar las actitudes públicas frente al lesbianismo mediante acciones pedagógicas. Del Martin, una de sus fundadoras, recordó el conflicto que le ocasionó descubrir cómo se narraba su condición en la literatura académica disponible en aquella época: “¿Cómo podrías identificarte con eso? ¿Cómo podrías llamarte a ti misma ‘lesbiana’ cuando era algo tan repugnante?”92.


1.4. LA HETEROSEXUALIDAD OBLIGATORIA


La representación infame de las personas LGBT en las ciencias humanas fue controvertida especialmente a partir de los años 70 del siglo XX, cuando vertientes del feminismo pusieron en tela de juicio los discursos circulantes y ofrecieron lecturas alternas sobre su situación. Emergieron nuevas maneras de interpretar los orígenes de su exclusión y subordinación. En especial, plantearon la tesis según la cual la heterosexualidad, más allá de ser un modo de experimentar individualmente el placer erótico, debía reconocerse y estudiarse como una institución política y una episteme, en virtud de las cuales algunos cuerpos eran destinados colectivamente al servicio de otros.


Como sistema de pensamiento, la heterosexualidad define las categorías a través de las cuales se habla y piensa lo social y lo individual. Sexo, género y orientación sexual se nombran y entienden en lenguaje heterosexual. La ideología produce saberes funcionales al logro de sus cometidos y los promueve con tal efectividad que logra ajustar las subjetividades para hacerles creer, en lo pertinente, que su destino son las relaciones —íntimas, de convivencia y de producción— con genitalidades diferentes.


La alusión a este régimen se extendió gracias al trabajo de Adrianne Rich “Compulsory Heterosexuality and Lesbian Existence” (1980)93, en el cual denunció la multiplicidad de fuerzas aplicadas sobre las mujeres en la historia de las civilizaciones para hacerles creer que la heterosexualidad es natural o innata y con el fin de convertirlas en objetos de satisfacción de los intereses masculinos94. La heterosexualidad no es una institución o una condición, es “un régimen político que se basa en la sumisión y la apropiación de las mujeres”95.


Partiendo de la violencia rutinaria y los indicadores de una subordinación transcultural del llamado género femenino, Rich agrupó algunos mecanismos utilizados para anular la autonomía de las mujeres, entre los cuales se destacan: (i) negarles su propia sexualidad96, (ii) forzar la sexualidad masculina sobre ellas97, (iii) administrar su producción98, (iv) confinarlas físicamente y gestionar sus movimientos99, (v) emplearlas como objetos en transacciones masculinas100 y (vi) evitar su participación en los procesos culturales y de generación de conocimientos101-102.


Para Rich, la sujeción de las mujeres no es biológica o espontánea. El funcionamiento coordinado y permanente de tantas herramientas de control, en lugares y momentos tan lejanos, sugiere la existencia de un sistema político en el cual se ordena o impone la heterosexualidad como única forma de relación interpersonal. Así, los cuerpos seleccionados por el deseo masculino se educan para hacerles creer que la orientación sexual hacia los hombres es inevitable, incluso a pesar de la opresión que viabiliza y de resultar insatisfactorio en muchas ocasiones103. De este modo, se eliminan las opciones y la persona queda a la merced del sujeto dominante.


La evidencia y la actualidad del trato subordinado que reciben las mujeres alrededor del mundo sustentó entonces la idea de un modelo de organización en cuyo seno se ubica la heterosexualidad. Sanciones y restricciones de toda índole aseguran hasta la fecha el aparejamiento de las mujeres con los hombres y obstruyen, penalizan o hacen inviables otras formas de convivencia.


Lo anterior confirma la presencia de una norma heterosexual cuya eficacia se garantiza mediante dispositivos que abarcan desde la “esclavitud literal” o la “fuerza bruta”, hasta la distorsión del pensamiento o “el control de la consciencia”104, todos concebidos para canalizar a las mujeres hacia el matrimonio, la gestación, la crianza y el romance heterosexual.


El régimen utiliza la heterosexualidad como un medio para asegurar un derecho masculino de acceso físico, económico y emocional sobre las mujeres105. Descarta el lesbianismo como opción vital al mostrarlo como patológico o banalizarlo con el apelativo de “estilo de vida”106. Durante mucho tiempo, aseguró Rich, las mujeres estuvieron volcadas a casarse, por carecer de otro medio de subsistencia, por creer que su papel de esposas, madres y compañeras era su deber o su mayor aspiración vital o por pensar que su sexo representaba su único bien o el más preciado107.


A partir de este momento las explicaciones teóricas sobre la opresión de las personas LGBT tomarán diferentes cauces, todos con el común denominador de reconocer la existencia de una regla heterosexual en la sociedad. Puntualmente, se empleará el término “heteronormatividad” para aludir al sistema de control de los géneros y las sexualidades que niega o censura cualquier subjetividad disidente. Una norma que “nunca ha sido obligatoria pero siempre ha operado como si lo fuera”108.


Según Marchia y Sommer, a partir de la década de 1980 se abre un campo de análisis feminista lésbico que postula conexiones y distancias entre sexualidad y género para explicar el funcionamiento práctico de la opresión109. En 1984 Gayle Rubin publica su tesis sobre el orden de las sexualidades como origen de la subordinación de la conducta homosexual, delineada en su artículo “Thinking Sex: Notes for a Radical Theory of the Politics of Sexuality”110.


La autora plantea la urgencia de analizar de forma aislada género y sexualidad y enfocarse en el entramado de opresiones que fundan el modelo heterosexual vigente, en virtud del cual se criminalizan, persiguen y rechazan las manifestaciones eróticas del individuo que no encajan en el prototipo de sexualidad masculina, “blanca”, monogámica, matrimonial, reproductiva, capitalista y occidental.


Según Rubin, la ideología cristiana y victoriana, especialmente en boga durante el siglo XIX en el norte global, delinearon un conjunto de jerarquías y divisiones entre comportamientos buenos y malos en materia sexual. Retomando a Foucault, sostuvo que la sexualidad es un producto social para descartar cualquier noción esencialista en el deseo. Por consiguiente, si bien no desconoció que el cuerpo fuese necesario para su funcionamiento, advirtió que este por sí solo es insuficiente para determinar el contenido, las experiencias o las formas institucionales de la conducta sexual.


Adicionalmente, Rubin identificó cinco “formaciones ideológicas” que influyen en el esquema normativo del pensamiento sexual contemporáneo:


 


1. La negatividad del sexo, o su valoración como algo peligroso, destructivo o sospechoso de lesionar los intereses sociales y del sujeto;


2. La falacia de otorgarle una importancia o peso excesivo a la sexualidad, dada la tradición cristiana de radicar en el comportamiento erótico “la raíz de la virtud” humana;


3. La valoración jerárquica de conductas sexuales, que da lugar a un orden piramidal en cuya cúspide se ubican las relaciones monógamas y heterosexuales, y, simultáneamente, se relegan las prácticas eróticas individuales, remuneradas, fetichistas, transgénero e intergeneracionales, entre otras;


4. La teoría dominó del peligro sexual, según la cual, de superarse una barrera de contención entre distintos niveles de la jerarquía sexual, se abre la puerta para la completa destrucción del orden social; y, por último,


5. La dificultad de avanzar hacia una ética pluralista de la sexualidad sin reconocer la posibilidad de “variaciones sexuales benignas”, que relativicen la singularidad de la relación sexual paradigmática.


 


Los anteriores principios morales dieron forma a una estratificación sexual que asegura la discriminación de las personas LGBT mediante las leyes, las ciencias, las tradiciones y los hábitos cotidianos. Este sistema de opresión se entrelaza con otras modalidades de inequidad, como la raza o la clase y termina reforzando o agravando las distintas modalidades de exclusión ya presentes en el entorno. En consecuencia, la experiencia de subordinación varía entre individuos, según su ubicación en la madeja de vectores de diferencia. En palabras de Rubin: “A rich, white male pervert will generally be less affected than a poor, black, female pervert”.


Para resumir, el régimen sexual recordará en su versión más cruda a una “pesadilla kafkiana” en la cual los seres humanos son un rebaño cuya vigilancia, tratamiento y castigo produce trabajos y autosatisfacción a la burocracia encargada de su pastoreo (oficiales de policía, carceleros, médicos, psicólogos, trabajadores sociales, educadores, entre otros).


Hacia 1990 comienza a definirse así una nueva vertiente de reflexión académica sobre la heteronormatividad en la cual sexo y sexualidad son interpretados como manifestaciones de una gramática que nombra y construye al sujeto, para luego gobernarlo con la definición de sus expresiones, actos y lenguaje. Este fenómeno opera de dos maneras según Butler: “1) El poder regulador no actúa sólo sobre un sujeto preexistente, sino que también labra y forma al sujeto; además, cada forma jurídica de poder tiene su efecto productivo; y 2) estar sujeto a un reglamento es también estar subjetivado por él, es decir, devenir como sujeto precisamente a través de la reglamentación”111.


De ese modo, mientras autoras como Rich ubican el privilegio heterosexual en el género tal y como lo reconoce el sistema patriarcal; Butler sugiere que tanto sexo, género y sexualidad son constructos del régimen “heterosexista y falocentrista” que sirven para representar o mostrar ciertas conductas como desviadas o anómalas. La opresión se ocasiona entonces cuando la estructura patriarcal y el conocimiento que produce112 declaran irregular las acciones o los performances de género diferentes a la “masculinidad hegemónica” y la “feminidad idealizada”.


Finalmente, la comprensión de la regla heterosexual adquiere nuevos matices bajo las llamadas teorías queer113 y autores como Michael Warner y Eve Kosofsky Sedgwick. Según esta corriente, la heteronormatividad opera no solo en el sistema sexo/género y sobre las expresiones sociales del sujeto, sino que suscita la comprensión binaria y dicotómica del universo114. Aquella regla invade la consciencia y altera por completo la forma de acceder al entorno y comprenderlo.


En la introducción “axiomática” a la Epistemología del armario (1990)115, Sedgwick plantea que “muchos de los nudos principales del pensamiento y el saber de la cultura occidental del siglo veinte están estructurados —de hecho, fracturados— por una crisis crónica, hoy endémica, de definición de la homo/heterosexualidad, sobre todo masculina y que data de la mitad del siglo pasado [XIX]”. Dicha fractura se explica por el énfasis en las relaciones dicotómicas entre categorías y la actitud binaria en la definición de la realidad que ofrece la episteme vigente a partir de dualismos como secreto/revelación, privado/público, conocimiento/ignorancia, urbano/provinciano, hombre/mujer y así interminablemente.


Según la mirada queer, esta forma de pensar conduce a que los significados de las cosas dependan mutuamente en una relación de “inclusión y exclusión simultánea”, de manera que aspectos tales como “las cualidades atribuidas a la ‘homosexualidad’ (como término dependiente) son de hecho una condición de la ‘heterosexualidad’; [así,] la ‘heterosexualidad’, lejos de poseer un estatus privilegiado, debe tratarse como un término dependiente”116.


Esta dualidad y mutua implicación entre categorías y sujetos será retomada posteriormente para analizar la violencia contra personas LGBT, toda vez que algunas hipótesis ubican sus raíces en la construcción social de identidades a través de la agresión y la humillación del otro, particularmente como performances colectivos que comunican y afirman la pertenencia del agresor al género masculino y su posesión de un estatus sexual privilegiado (la heterosexualidad)117 mediante el rechazo público del otro, su opuesto.


A su turno, Warner (1991) denuncia el vacío en desarrollar y profundizar las consecuencias del estrecho vínculo que opera entre el orden sexual y un amplio rango de instituciones e ideologías. A su juicio, el punto de vista crítico de la teoría queer sirve para exponer los nexos entre la estigmatización sexual y los problemas de género, la institucionalidad familiar, distintas nociones de libertad individual, del Estado mismo, el consumo y el deseo, las políticas reproductivas y de salud, la fantasía “racial y nacional” y el terror y la violencia cotidiana, entre otras dinámicas sociales118.


Por ejemplo, el manejo de la crisis del SIDA en la década de 1980 dejó expuesto el funcionamiento deficiente del Estado de bienestar, el cuestionable profesionalismo del personal de salud, las relaciones desiguales entre los países del norte global con el tercer mundo, las estructuras de las organizaciones sociales y el voluntariado, la problemática privatización del servicio médico y el trato diferente en materia sanitaria recibido por los gais y otras poblaciones afectadas119.


Así las cosas, cuestionar el régimen sexual vigente “tarde o temprano” abre el debate sobre la mayoría de las instituciones públicas. Sin embargo, este escrutinio no se ha producido hasta la fecha por el miedo a abandonar la forma heteronormativa de entender el mundo, por persistir interpretando la homosexualidad como una “opción adicional” del sujeto y por evadir la confrontación del “orden heterosexual” en su conjunto. En suma, la resistencia a cuestionar la episteme heterosexual integralmente termina por convalidar sus premisas y lenguaje opresor.


Según Warner, la revuelta queer no persigue solo la tolerancia y la igualdad de estatus para las minorías sexuales; desafía tales instituciones y su perspectiva heteronormativa, caracterizada por su tendencia totalizadora o universalizante. Considera inconveniente calificar a las personas LGBT como un grupo minoritario de sujetos con identidades estables, al estilo de las poblaciones racializadas o indígenas.


En tal sentido, defiende la elasticidad del individuo y rechaza la intención de confinarlo en estereotipos de personalidades susceptibles de diagnosticar y disciplinar en el sistema heterosexual. Por lo tanto, invita a superar constructos binarios, evitar la obsesión por identificar al sujeto a partir de ciertos rasgos físicos o comportamientos, y abandonar la imposición y uso de identidades sexuales.


En otras palabras, las teorías queer toman distancia de las explicaciones gais y lésbico-feministas de la opresión sexual, pues rechazan la lógica de inclusión social por la cual abogan estas últimas y prefiere orientar la acción política hacia la reconsideración de la diferencia como criterio para estructurar el conocimiento, el cambio cultural y la producción científica120.


En conclusión, para Warner la heteronormatividad alude a un sistema de control que refuerza el orden heterosexual al jerarquizar, normalizar y excluir conductas y personas, es inherente a la organización social, impregna el conocimiento y está relacionada con la opresión LGBT. Por lo tanto, reclama hacer visible su presencia, de manera que se pueda cuestionar, interpelar o desafiar.


Como puede verse, la heterosexualidad obligatoria ha sido entendida de varias formas durante las últimas décadas por diferentes tendencias del feminismo y los Estudios Gay y Lésbicos. Las inconsistencias en el uso de aquel término reflejan diferentes modalidades de aproximarse a la marginalización de la colectividad LGBT121. Sus matices se explican por la complejidad de las dinámicas de opresión que enfrentan.


1.5. CINCO COMPONENTES BÁSICOS DEL DISCURSO SEXUAL HEGEMÓNICO


Al exponerse la norma heterosexual, quedan en evidencia las distorsiones frecuentes que ocasiona en la comprensión popular de cinco categorías básicas para el discurso sexual: cuerpo, sexo, género, orientación sexual y sexualidad.


1.5.1. EL CUERPO


El cuerpo en sí mismo es una representación del poder. Es escenario de disputas ideológicas y opera como un instrumento de subordinación política. En lo que interesa, el cuerpo es un “texto socialmente construido”122 que la heteronorma fragmenta en órganos para luego señalar los “centros naturales y anatómicos de la diferencia sexual”123 y elaborar así una “anatomía política”124 que define “cómo se puede apresar el cuerpo de los demás” para que opere como se desee y según las aptitudes que convengan.


Nada está escrito en la naturaleza sobre el cuerpo humano y, sin embargo, se le clasifica según su apariencia, su composición o utilidad “natural”. Por ello, puede entenderse como un devenir, un significante variable, en su todo y en sus partes, según la matriz de pensamiento a través de la cual se observe. Tampoco posee una historia, pero sí es posible rastrear en el tiempo los diferentes regímenes políticos que han adelantado la cartografía de su superficie. De hecho, es el recipiente de las doctrinas concebidas alrededor del ser y del sexo y es el portador de las diferentes esencias que le adscriben caprichosamente a los individuos. El cuerpo se disfraza y es disfraz permanente del sujeto, que recubre su angustioso vacío con simbologías sobre sus atributos y personalidades.


Teniendo en cuenta lo anterior, el cuerpo nunca está desnudo125, pues siempre se contempla mediado por significados culturales126. Se hace visible a través del discurso que lo coloniza, lo segmenta y fija sus vocaciones127. Es difícil, sino imposible, apreciarlo en la crudeza de su carne, pues se educa para observarlo desde las convenciones establecidas por el poder y, en consecuencia, su materialidad tiende a adoptar las estéticas, los hábitos y los ademanes asignados a su “naturaleza” para ser inteligible a los demás. De esta manera se entiende por qué no hay cuerpos sexuados ni géneros biológicos, sino regímenes de saber sobre el componente tangible del ser humano.


1.5.2. EL SEXO


El sexo como binario hombre-mujer viene a ser otra manifestación de la norma heterosexual. Un sesgo cognitivo en virtud de la cual solo son visibles dos modalidades de individuos, de acuerdo con una morfología estandarizada. El sexo sugiere entonces un “conjunto determinado de diferenciaciones irreducibles y biológicas entre los miembros de la especie”128, sobre el cual se efectúa la construcción social del género:


La categoría sexo es una categoría política que funda la sociedad en cuanto heterosexual. En este sentido, no se trata de una cuestión de ser, sino de relaciones (ya que las “mujeres” y los “hombres” son el resultado de relaciones) […] la categoría de sexo es la categoría que establece como “natural” la relación que está en la base de la sociedad (heterosexual), y a través de ella la mitad de la población –las mujeres– es “heterosexualizada” (la fabricación de mujeres es similar a la fabricación de los eunucos, y a la crianza de esclavos y de animales)129.


El sexo se dimensiona entonces como una tecnología de dominación propia del régimen heterosexual, que disecciona a los cuerpos, selecciona algunas zonas erógenas como criterio para asignar los sexos y, con base en los mismos, distribuye asimétricamente el poder en la sociedad130. No obstante, el conocimiento contemporáneo y emancipador supera esta visión reduccionista y postula el sexo como un espectro131, una linealidad que entremezcla factores orgánicos, gonadales y cromosómicos, en virtud de los cuales son posibles múltiples configuraciones de seres humanos, unos más cercanos que otros a las nociones culturales de hombre y mujer.


Esta forma de pensar el sexo hace al cuerpo más habitable para algunas personas, por ejemplo, cuando nacen con alguna forma de genitalidad “ambigua”. Bajo el paradigma binario derivado de la norma heterosexual, las supuestas irregularidades en la composición genital justifican la intervención quirúrgica y hormonal con el fin de ajustar los cuerpos disidentes al arquetipo de hombre o mujer. Sin embargo, no hay nada de “ambiguo en la ambigüedad”, sino la operación de relaciones de poder y resistencia mediante las cuales los sujetos se re-crean132.


La práctica demuestra que las decisiones sobre el sexo suelen ser arbitrarias al estar fundadas en el sesgo del placer heterosexual. Los profesionales de la salud usualmente definen el sexo del recién nacido según su potencial capacidad “de penetrar una vagina” en el futuro. Luego, si creen que el paciente no desarrollará un falo con tamaño suficiente para llevar a cabo esa empresa, ordenan reducirlo y construir una vagina en su lugar, si es que no hay una presente133.


Siguiendo estas coordenadas no es difícil entender los motivos por los cuales durante varios siglos al hermafrodita se le consideró una criatura “satánica” en el “espacio cultural europeo”134. Alguien que merecía condena penal por la sola circunstancia de su fisionomía: “el hermafrodita es definido como un monstruo, un error de la naturaleza que la medicina debe hacer todo cuanto esté en su mano para corregir”135. La finalidad de la intervención sobre su cuerpo era “revelar” su “verdadero” sexo y amoldar la genitalidad masculina o femenina, al ser inconcebible que el individuo tuviese ambas a la vez.


1.5.3. EL GÉNERO


En tercer lugar, el género alude a la producción y reproducción social, “rígidamente dicotomizada”, de las identidades masculinas y femeninas136. En la sociedad heterosexual el género no se tiene sino que se hace, constante e interminablemente, en las relaciones interpersonales. Por lo tanto, el género es un mensaje que transmite el cuerpo haciendo uso de los léxicos que culturalmente se acuñan para declarar su adscripción a uno u otro bando.


El género es comportamiento u acción, es un hábito que se aprende con la socialización y se interioriza como un elemento central de la personalidad. No es una propiedad de los cuerpos ni atributo congénito137, se refiere en realidad a:


Una construcción semiótica, una representación o, mejor dicho, un efecto compuesto de representaciones discursivas y visuales que [emana] de varias instituciones –la familia, la religión, el sistema educacional, los medios, la medicina, el derecho–, pero también de fuentes menos obvias: la lengua, el arte, la literatura, el cine, etcétera138.


El género y su significado varían según la cultura y es altamente relacional139 si se tiene en cuenta que proviene de la matriz dicotómica del régimen heterosexual y se describe a partir de opuestos: ser masculino es no ser femenino y viceversa. Con todo, a pesar de ser esquivo y volátil, produce efectos directos sobre las vidas de las personas pues se “real-iza” o “llega a ser real” cuando la representación se vuelve “auto-representación”140, es decir, cuando la asumen como su identidad. Por lo anterior, el género es tanto atribución como apropiación: “otros me atribuyen un género y yo lo asumo como propio —o no—”141.


Lo claro es que por ser inestable requiere la continua actuación del sujeto y la convalidación de sus pares: el género debe ejercerse en la totalidad de los encuentros sociales y según las gramáticas estipuladas para el espacio en concreto. De lo contrario, se desvanece o se abre la puerta a su cuestionamiento. Por ejemplo, para “ser” hombre (en términos de identidad y reconocimiento) en cierto lugar hay que actuar “como tal” (esto es, como se espera de ellos según las convenciones culturales) no de forma esporádica sino en todos los eventos de interacción social, ya que cualquier interrupción en la reproducción de la masculinidad puede leerse como la pérdida de identidad y la automática adscripción al género opuesto (el individuo termina feminizado por sus semejantes a pesar de exhibir rasgos corporales-genitales asociados con el sexo masculino).


La angustia de vivir en permanente incertidumbre sobre el reconocimiento del género propio se explica sobre todo por la rigidez de los signos culturales que lo representan, es decir, por los estrictos repertorios de actuación a través de los cuales se hace el género masculino o femenino. Como lo señala Butler, “las normas heterosexuales de género producen ideales que no puede[n] alcanzarse plenamente”142, es decir, establecen “versiones hiperbólicas del ‘hombre’ y la ‘mujer’” que demandan un esfuerzo constante por alcanzar el estatus de género impuesto desde temprana edad. Esta incertidumbre insuperable hace que el género se conciba, en conclusión, como un “logro en curso”, una conquista siempre temporal a base de comportamientos repetitivos143.


1.5.4. LA ORIENTACIÓN SEXUAL


Bajo las anteriores coordinadas, heterosexualidad y homosexualidad como significantes de un rasgo individual continúan siendo nociones esquivas: ¿Se refieren solo a conductas? En caso afirmativo, ¿cuántas son necesarias para su imputación? Y, sobre todo, ¿cuáles actos las evocan?, ¿solo aquellos de índole copulativa o también muestras de simpatía extragenital?


Más aún, si la orientación sexual no es conducta y se refiere al deseo, ¿cómo constatarlo en una persona?, ¿la heterosexualidad supone desempeñar ciertas coreografías, anhelarlas o, por el contrario, se diluye en presencia de otras? ¿Un hombre es gay cuando desea, pero nunca ejecuta actos con alguien de su mismo sexo? Estas inquietudes intentan hacer manifiesta la complejidad de encapsular el significado de esta categoría en nociones como la conducta, el deseo o el rol.


Al respecto, suele diferenciarse el comportamiento aislado del patrón recurrente o conducta en sentido estricto144. Así, la orientación sexual estaría determinada por la sistematicidad de una práctica etiquetada como sexual y no por su ocurrencia esporádica. Sin embargo, este planteamiento no aclara cuál es el umbral para considerar a un sujeto como homosexual o heterosexual, ni tampoco señala cuáles actos poseen entidad para asignarla.


Adicionalmente, la repetición de un hecho no siempre se racionaliza como un atributo identitario, pues en la práctica ni todas las personas que entablan relaciones eróticas con otras de su sexo se perciben como homosexuales, ni es requisito sine qua non sostener tales encuentros para adjudicarse ese tipo de orientación.


Tampoco se puede inferir con ligereza el deseo sexual del comportamiento sexual145. No solo porque son innumerables las motivaciones para emprender estas conductas (retribución económica, por citar un ejemplo), sino también porque, como se advirtió, la calidad sexual de cierta práctica no viene dada por la naturaleza sino por el sistema ideológico a través del cual se la valore.


La creencia en una orientación sexual heterosexual, por demás, tampoco es muy antigua. Antes de 1869, año en el cual se acuñó el término heterosexualidad, las relaciones entre personas de sexo diferente no daban lugar a una forma particular de identificación social146. Como palabra, aquella no existió antes de que se concibiera la homosexualidad147. Por consiguiente, no es un dato biológico ni un descubrimiento científico, sino una voz útil para perpetuar cierto orden sexual sin recurrir a creencias religiosas, en una época en la cual la autoridad moral pasó de la iglesia a la sociedad secular y, en su seno, a las ciencias naturales148.


1.5.5. LA SEXUALIDAD HUMANA


El análisis del régimen heteronormativo también deja en evidencia el carácter discursivo de la sexualidad, es decir, la descubre como narración interesada sobre los usos del cuerpo. Al respecto, “hoy se acepta que la sexualidad no es natural, sino que ha sido y es construida: la simbolización cultural inviste de valor, o denigra, al cuerpo y al acto sexual”149. Lo anterior no desconoce el lado biológico del ser humano. Simplemente advierte que dicha faceta tan solo ofrece potencialidades que adquieren significado y se consuman gracias a la mediación de las relaciones sociales y el entorno cultural150.


Como ocurre en el sistema sexo (cromosómico)/género, en donde el primero es un dato biológico y el segundo una posición social, en el binomio sexo (conducta)/sexualidad, el primero se entiende como los actos eróticos del cuerpo, mientras que la segunda implica la apropiación cultural de tal comportamiento y su interpretación a la luz de sistemas ideológicos, entre ellos, el heterosexual. Para este último, por ejemplo, sexualidad y reproducción van siempre de la mano.


El origen de esta problemática asociación entre sexo (conducta) y sexualidad como reproducción (interpretación de la conducta) radica en que comparten como “punto de partida ciertos lugares, actos y ritmos físicos relacionados (aunque sea de forma contingente) con la procreación o el potencial de esta”151. El pensamiento heterosexual se aprovecha de tal coincidencia para ofrecer una imagen reduccionista de la sexualidad como el encuentro genital biológicamente necesario para la concepción y la supervivencia de la especie, es decir, lo enseña como una práctica entre personas de diferente genitalidad orientada a la fecundación, con carácter inmutable y predeterminado o imposible de someter a discusión.


Fruto de aquella reducción son los controles y la vigilancia de las actividades sexuales, así como el establecimiento de categorías dicotómicas a su alrededor (sexo normal/anormal, fértil/infértil, saludable/patológico) y la consecuente definición de jerarquías entre comportamientos y quienes los protagonizan. Por ejemplo, es clásico el recurso a la supuesta naturaleza exclusivamente reproductiva de la sexualidad humana como razón jurídica para negarle la entidad de pareja y familia a las llamadas uniones homosexuales y, por esa vía, impedirles el acceso a derechos como el matrimonio:


El comercio genital entre personas del mismo sexo jamás puede engendrar nuevos seres humanos. Ello implica —necesariamente— que dicha relación contraría la naturaleza humana; al menos en cuanto al uso natural de los órganos sexuales, pues dicho modo de utilización les impide, voluntariamente, el cumplimiento de su finalidad natural —la procreación—, que es necesaria para la supervivencia de nuestra especie. Por ello, la unión de personas del mismo sexo jamás podría constituir un matrimonio, ni mucho menos fundar una familia152.


El pasaje trascrito ilustra cómo opera el discurso heteronormativo en los círculos jurídicos actualmente. Se trata de un artículo académico publicado en una revista científica en el año 2005, por un abogado “profesor de bioética”. La disertación buscaba dilucidar si las uniones entre personas del mismo sexo eran reconocidas por los tratados de derechos humanos “vigentes en todos los países de América Latina”.


En lo pertinente, el autor argumentó la imposibilidad de conferirle la entidad de “pareja” a ese tipo de comunidades de vida negando que el hecho erótico entre cuerpos clasificados como del mismo género sea ontológicamente equiparable al que se verifica entre “personas heterosexuales”. Por lo tanto, utilizó la elocución “comercio genital” para describirla y excluirla simultáneamente de aquella categoría. De este modo, redujo el sexo como práctica exclusivamente reproductiva y, a partir de allí, postuló la existencia de solo dos modos de sexualidad: el “verdadero” (heterosexual) y el ficticio o aparente (homosexual).


A continuación, el autor invocó la jerarquía vigente entre prácticas sexuales, en cuya cúspide ubica a la considerada “natural” por orientarse hacia la supervivencia de la especie, para justificar que los derechos humanos no tutelan el uso “voluntario” (entiéndase arbitrario o rebelde) de los genitales con otras finalidades como el simple placer sensorial. Por consiguiente, según aquel jurista, el Derecho tampoco podía incluir en la categoría de familia a quienes resuelven ejercer una sexualidad ficticia de forma reiterada o como parte de su proyecto de vida.


Una afirmación de tal entidad por sí sola serviría también para restarle entidad familiar a las parejas “heterosexuales” que optan por no engendrar o que simplemente no pueden hacerlo. Sin embargo, ese tipo de inferencias se omitieron por el autor, pues su único propósito fue argumentar la imposibilidad jurídica de reconocerle calidad de familia a las uniones “homosexuales”, a partir de una interpretación de su sexualidad como hecho inevitablemente estéril.


El anterior ejemplo demuestra cómo la heterosexualidad obligatoria transfiere su discurso sobre la erótica al sistema normativo. Su lectura sobre la sexualidad humana se emplea como criterio para definir los alcances de la ciudadanía y decidir los reclamos de acceso a derechos y libertades. Traduce la sexualidad como encuentros genitales con fines reproductivos. Es una reprosexualidad orientada a la transmisión generacional153, cuyo efecto es imaginar al homosexual como una especie anómala, perturbada por el uso infértil de sus genitales. De este modo, el régimen define a la persona acudiendo a su deseo. En el caso del homosexual, “nada de lo que él es in toto escapa a su sexualidad”154.


1.6. CONSTRUCTIVISMO SEXUAL Y SISTEMA JURÍDICO


El discurso heteronormativo resulta problemático por múltiples razones. Entre ellas, porque la sexualidad supera y excede “a las escuetas coreografías de procreación”155. El suceso erótico no se despliega con fines reproductivos la mayoría de las veces. Pese a que la sexualidad abarca innumerables facetas vitales, el régimen heterosexual la conecta al “género del objeto sexual”156 y descarta cualquier otra forma de nombrar, clasificar y jerarquizar la búsqueda del placer.


Su mirada dicotómica enlaza sexualidad con orientación sexual y esta, a su turno, la ciñe al binomio hetero/homosexual. Tal hermenéutica petrifica el deseo y lo aborda como una emoción estable o monolítica que fracciona el cuerpo en función de sensaciones arbitrariamente confinadas en los órganos que llama “sexuales”, con lo cual pierde de vista el resto de las áreas y dimensiones personales, físicas y mentales, involucrados en la escena erótica. No obstante:


Los órganos sexuales como tales no existen. Los órganos, que conocemos como naturalmente sexuales, son ya el producto de una tecnología sofisticada que prescribe el contexto en el que los órganos adquieren su significación (relaciones heterosexuales). Los contextos sexuales se establecen por medio de delimitaciones espaciales y temporales sesgadas157.


Esta circunstancia sugiere que las identidades derivadas del sexo no aluden a instintos o a una “verdad prediscursiva de la carne”, sino que son efectos de la “reinscripción de las prácticas de género en el cuerpo”158. Por lo tanto, en el contexto homofóbico actual, construcciones identitarias como la gay o lesbiana representan actos políticos y subversivos, contrarios a los principios fundantes la sociedad y, en consecuencia, al derecho. La identidad homosexual se ha constituido progresivamente durante los dos últimos siglos “gracias a los desplazamientos, las interrupciones y las perversiones de los ejes mecánicos y performativos de repetición que producen la identidad heterosexual”159.


Experimentar una existencia queer o inusual con respeto al género o la orientación sexual constituye en sí mismo una rebelión contra las instituciones políticas. Un manifiesto anónimo distribuido en la New York Pride Parade de 1990, por miembros de ACT UP160, destacaba tal circunstancia:


That every day you wake up alive, relatively happy, and a functioning human being, you are committing a rebellious act. You as an alive and functioning queer are a revolutionary. There is nothing on this planet that validates, protects or encourages your existence. It is a miracle you are standing here reading these words. You should by all rights be dead161 [cursiva añadida].


Ahora bien, el pensamiento heterosexual sería irrelevante en materia jurídica si con base en el mismo no se etiquetaran ciertas prácticas sexuales y de género como anormales, antinaturales, enfermizas o delictivas y, por consiguiente, sirviera para intentar justificar la capitis deminutio de algunos ciudadanos.


Incluso en los ordenamientos jurídicos abiertos a la diversidad sexual persisten los riesgos de eliminar las garantías concebidas a favor de las personas LGBT. Sus conquistas legales no son definitivas, y de ello da cuenta la ola de movimientos religiosos y nacionalistas, entre otros, que abogan por desconocer los avances logrados en cuestión de igualdad.


Por ejemplo, la fuerte participación de grupos evangélicos abiertamente homofóbicos en la agenda colombiana impidió en 2016 la implementación de un programa educativo nacional contra el acoso escolar y la discriminación por diversidad sexual y, en el mismo periodo, contribuyó al rechazo mayoritario del acuerdo de paz suscrito con el grupo guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) por incorporar la perspectiva LGBT162.


El panorama latinoamericano es similar. Se observa una “peligrosa” tendencia de alianzas entre sectas religiosas fundamentalistas antiderechos y fuerzas políticas ultraconservadoras, con creciente influencia en el debate público, como lo registró en 2019 la International Lesbian, Gay, Bisexual, Trans and Intersex Association (ILGA World)163.


A nivel mundial, la Organización de las Naciones Unidas también registró una ola de ultraconservadurismo político que promueve la intolerancia y “deshumaniza a las personas con base en su orientación sexual, identidad de género y expresión de género”164 como estrategias para ganar adeptos, aumentar su popularidad o distraer la atención de problemas sociales o económicos latentes, “especialmente durante los períodos electorales”165:


No hay ámbito en que el respeto o el estigma se manifiesten más claramente que el ámbito político. En todo el mundo, en casos que son demasiados para citar aquí, las campañas políticas, los referendos, los debates parlamentarios y sobre políticas y las manifestaciones públicas fuera de los tribunales revelan prejuicios sociales y conceptos erróneos sobre la naturaleza y el carácter moral de las personas LGBT166.


En España, pese a sus elevadas tasas de aceptación social frente a la homosexualidad167, también se verifican amenazas a la garantía de la igualdad en estos eventos. Para la muestra, en 2021 el Congreso de los Diputados rechazó una proposición de ley sobre el reconocimiento de la “autodeterminación de género” para las personas trans168, luego de un acalorado debate entre facciones políticas. Algunas formaciones de ultraderecha alcanzaron a sostener, por ejemplo, que aquella iniciativa legal era “peligrosa” para la sociedad, pues, entre otras cosas, le permitiría a los hombres “acceder a espacios reservados a las mujeres” o evadir la aplicación de disposiciones penales concebidas para la protección de aquellas169. También la acusaron de vulnerar “la igualdad ante la ley” de los españoles, siendo por ello inconstitucional, y de lesionar derechos fundamentales como la libertad de expresión y de opinión, junto con el “derecho de los padres a educar a sus hijos en sus valores”170.


Los tribunales de adjudicación constitucional también pueden impregnarse de saberes funcionales al régimen heterosexual, incluso cuando adoptan decisiones favorables a la expansión de las libertades. Un ejemplo puede verse en la sentencia de la Corte Constitucional de Colombia SU617 de 2014, por medio de la cual reconoció el derecho fundamental de los niños a tener una familia conformada por dos adultos del mismo sexo, recurriendo a la figura de la adopción consentida.


En tal litigio se controvirtió la posibilidad de que la compañera permanente de una madre biológica de dos niños concebidos por inseminación artificial los adoptara formalmente y compartiera la patria potestad. Si bien la providencia significó un avance en el reconocimiento de estas configuraciones familiares171, también efectuó una serie de afirmaciones problemáticas.


De un lado, aseguró que la adopción tenía como objetivo fundamental “sustituir las relaciones filiales naturales” o el “vínculo filial original”, el cual “siempre se presenta con respecto a un hombre y una mujer pues es este el escenario ineludible de la reproducción humana, incluso cuando se apela a las técnicas de reproducción asistida”. Dicho de otro modo, manifestó que “la institución de la adopción está concebida y diseñada para suplir las relaciones de paternidad y maternidad que indefectiblemente surgen de la reproducción con respecto a un hombre y una mujer” [cursiva añadida en todas las citas].


Más adelante, advirtió que entre las formas de organización familiar “homo” y “heterosexual” existe una diferencia “empírica” “constitucionalmente relevante”, a saber, la habilidad para la reproducción humana que se verifica en aquellas compuestas por personas de sexo diferente. Por ende, no procedía equiparar integralmente a las “uniones homosexuales” con las parejas heterosexuales, pues solo estas últimas son necesarias para la conservación de la especie y la renovación generacional.


Con base en las anteriores premisas, la sentencia concluyó que las parejas “heterosexuales” ostentan privilegios en el derecho colombiano que resulta inviable extender a otras formas de convivencia familiar: “a la luz del ordenamiento superior la familia heterosexual y monogámica tiene una protección especial por parte del Estado”.


Al margen de la aparente intrascendencia de tales declaraciones de cara a la orden finalmente adoptada en esta providencia, lo cierto es que el Alto Tribunal empleó nociones heteronormativas sobre la sexualidad humana en la motivación de su fallo. Sus referencias a lo natural, original e ineludible de la reproducción en el seno de relaciones heterosexuales desconocieron que sexo, género y orientación sexual son categorías autónomas y puramente culturales.


Por consiguiente, del hecho reproductivo no se sigue necesariamente la heterosexualidad de sus protagonistas o la obligación de que lo sean; ni del encuentro entre “genitalidades heterosexuales” se deriva solo la concepción o se impone el binarismo de género. Ninguna circunstancia biológica vinculada con el sexo como actividad, por cierta que sea, establece mandatos jurídicos o constriñe al constituyente para que niegue derechos a ciertos núcleos familiares.


Una de las aclaraciones de voto a la sentencia en cuestión destacó este punto y aclaró que, como se ha venido postulando, la biología del ser humano no es argumento válido para abstenerse de distribuir equitativamente derechos y deberes entre iguales. Así mismo, en lo concerniente a la adopción, precisó que su papel consiste en llenar de contenido el parentesco que, justamente, por “naturaleza” no existe entre algunos individuos:


La Ley no concibe la adopción como una institución reducida a la función de suplir vínculos naturales, sino como instituto que permite incluso expandir, gracias a la libertad jurídica, nuestros confines biológicos para crear vínculos entre quienes no los tienen “por naturaleza” […] La lectura “naturalista” de la adopción que, a manera de obiter, se expresa en la sentencia, desconoce que el Derecho y todas las instituciones que se crean en virtud del mismo, constituyen artificios a través de los cuales la humanidad ha logrado expandir su libertad, en la medida en que gracias a dichas instituciones podemos hacer no sólo aquello que “naturalmente” hacemos (respirar, dormir, comer, etc.), sino que también podemos hacer otras cosas que sólo existen en virtud de las reglas que las crean172.


Como puede verse, el pensamiento constructivista sobre la sexualidad humana revela y permite comprender la manera en la cual operan los discursos jurídicos al momento de intentar justificar la opresión sobre ciertas colectividades. En el anterior ejemplo judicial el régimen heteronormativo ofreció una manera de pensar al individuo y a sus relaciones interpersonales en virtud de la cual la apariencia corporal impone un destino inexorable: actuar según la expectativa social del sexo que le fue asignado al nacer, limitar el comportamiento erótico a la función reproductiva y abstenerse de desempeñar roles de crianza cuando se adolece de vínculos sanguíneos con la potencial descendencia.


Al postular la obligación de perpetuar la especie, la reprosexualidad eclipsa por completo la experiencia sexual humana y la circunscribe al intercambio genital con propósitos de fecundación, premisa que luego se invoca como la razón “natural” o biológica, y por ende incuestionable, para negar la posibilidad de elegir una pareja del mismo sexo y conformar una familia.


El sesgo heteronormativo y la falta de manejo del léxico sensible a la diversidad sexual también pueden afectar la garantía de los derechos de las víctimas LGBT. Para la muestra, Colombia ostenta el segundo lugar entre países de América Latina y el Caribe en cuanto a número de homicidios de personas LGBT, con 542 crímenes cometidos durante el periodo 2014-2019[173]. Sin embargo, en ocasiones sus autoridades desconocen incluso cómo establecer la identidad de género de las víctimas. Así ocurrió en enero de 2020, por citar un ejemplo, cuando fue noticia que “no sabían” cómo reportar el asesinato de una mujer trans, es decir, si como un hombre o como una mujer174.


Este tipo de falencias son más comunes de lo que podría pensarse y pueden llegar a obstaculizar el acceso a la justicia de este sector poblacional. El experto independiente de las Naciones Unidas encargado de monitorear la violencia y discriminación en contra de este colectivo señaló en 2018 que es común reportar inadecuadamente la orientación sexual y la identidad de género de las víctimas de estos delitos graves175. En resumen, las reflexiones precedentes justifican un principio de sospecha o cautela cuando se estudie tanto el componente empírico de la violencia contra las personas LGBT como la respuesta jurídica a las mismas, objetivos de los siguientes capítulos.


Frente al hábito de abordar sexo, género y sexualidad “como algo inmediatamente percibido” cuyo sentido se encuentra en “la naturaleza de las cosas”176, la deconstrucción revela la elasticidad e inestabilidad de tales categorías y las enmarca en sistemas políticos. De allí que emprender un análisis académico sensible a la opresión LGBT implique desconfiar de lo que se sobreentiende y se da por cierto en este campo.


La pretensión consiste en reconocer la relatividad del conocimiento o el perspectivismo del saber177 y, en consecuencia, adoptar una aptitud cognitiva más abierta, que valore el fenómeno violento y el componente legal sin perder de vista el sistema epistemológico heterosexual que lo alimenta.


Ahora bien, ¿es imperativa la óptica queer como parámetro para la investigación jurídica en temáticas afines a las personas LGBT?, es decir, ¿las versiones alternativas sobre la sexualidad humana deben orientar las aproximaciones académicas y, en concreto, el estudio de sus derechos? En principio, creemos que sí teniendo en cuenta el carácter político del conocimiento humano en general y la responsabilidad ética de elegir perspectivas teóricas que contribuyan no solo a explicar las realidades seleccionadas, sino también a solucionar las problemáticas subyacentes al objeto de investigación.


De un lado, ya se advirtió que no existe tal cosa como una ciencia imparcial o exenta de influencia ideológica sobre la sexualidad. El sesgo político heterosexual permea todas las formulaciones teóricas al respecto. Lo preocupante en este punto es la invisibilidad del tenor subjetivo de la versión hegemónica. La cultura dominante continuamente se hace pasar como natural, como lo indudable e indiscutible178.


Por el contrario, la aproximación teórica queer aparece más honesta, en la medida en que declara su perspectiva política179 y auspicia un conocimiento antinormativo, subversivo y crítico180, que cuestiona las verdades instrumentales a cierta discriminación poblacional. Al respecto se ha dicho que “los saberes desarrollados desde lo queer no buscan definir ni demostrar, sino más bien minar de dudas lo que se ha construido como verdad sobre los otros, que desde esta perspectiva es nosotros o mejor, múltiples y diversos yoes”181.


De otro lado, la presente investigación se inscribe en el área de los derechos fundamentales y los derechos humanos. Tales subsistemas jurídicos182 se rigen por axiomas y principios concebidos expresamente para favorecer las libertades individuales. Su aparición implicó la “experiencia política de la libertad”183 y la batalla contra las fuerzas que impedían su realización individual.


Prueba de este compromiso emancipatorio es la imposibilidad de interpretar los textos sobre derechos de manera restrictiva (el llamado principio pro persona184); el hecho de que su contenido normativo se revise y amplíe constantemente según la “evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales”185, y que los deberes correlativos de los Estados se determinen en función de las necesidades especiales de sus beneficiarios186.


Los desarrollos deconstructivistas se acompasan entonces con el espíritu de los derechos individuales. Aquellos animaron cambios de paradigmas en contextos de movilización social a favor de la redistribución del poder político187. Su irrupción transformó la manera de entender las relaciones que se tejen entre posiciones sociales dominantes y dominadas, al igual que ocurrió en su momento con los derechos humanos. Por lo tanto, para efectos de esta investigación deviene acertado acoger el saber posmoderno forjado a instancias de los estudios gay, lésbicos y queer en materia de sexo, género y sexualidad como punto de partida del análisis jurídico.
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